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Resumen
En el presente informe se realiza un análisis de las apreciaciones dadas por participantes
de diferentes sectores de la sociedad civil en el encuentro deliberatorio organizado por el
Consejo Nacional de Paz en el departamento de Córdoba en octubre de 2019, para la
construcción de lineamientos de la “política pública de reconciliación, convivencia y no
estigmatización”, ya que es función del Consejo Nacional de Paz realizar la recolección de estos
lineamientos, para que el Ministerio del Interior pueda publicar dicha política pública. Para
realizar el análisis se inicia por una discusión teórica en los temas de reconciliación,
participación, sociedad civil y políticas públicas, para luego hacer un análisis del encuentro por
tipo de participantes, y en específico comprender las apreciaciones en temas de justicia, verdad y
reparación, confianza y reconstrucción de tejido social y desarrollo económico social,
posteriormente se triangulará esta información junto con las iniciativas dadas también desde la
sociedad civil en los Planes de Acción para la Transformación Regional – PATR en el marco de
los Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial – PDET, terminando con unas recomendaciones
de cara a la promulgación e implementación de la política pública de reconciliación.
Palabras clave: Reconciliación, Perdón, Justicia Transicional, Políticas Públicas,
Participación, Sociedad civil

Abstract
In this report, an analysis will be carried out of the assessments given by participants
from different sectors of community in the deliberative meeting organized by the Consejo
Nacional de Paz in Córdoba, for the construction of guidelines for the “public policy of
reconciliation, coexistence and non-stigmatization”, since it is the function of the Consejo
Nacional de Paz to carry out these guidelines, so that the Ministerio del Interior can publish
them. To carry out the analysis, it begins with a theoretical discussion on the issues of
reconciliation, participation, community and public policies, to then make an analysis of the
meeting by type of participants, and specifically understand the appraisals on issues of justice,
truth and reparation, trust and reconstruction of the social relationship and social economic
development, subsequently this information will be triangulated together with the initiatives also
given from civil society in the Action Plans for Regional Transformation - PATR within the
framework of the Development Plans with a Territorial Approach - PDET, ending with some
recommendations for the promulgation and implementation of the public reconciliation policy.
Keywords: Reconciliation, Forgiven, Transitional Justice, Government Policies,
Participation, Community.
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Introducción
De acuerdo con el informe ¡Basta ya! Colombia: memorias de guerra y dignidad,
realizado por el Grupo de Memoria Histórica –GMH (2013), el periodo prolongado de violencia
en Colombia ha generado daños irreparables tanto para las víctimas, sus familiares, así como
para la sociedad en general y las instituciones públicas. Más allá de la cantidad de muertes, dicho
periodo se ha traducido en daños incuantificables en relación con el proyecto de vida de las
víctimas y, por qué no, con la manera de relacionarse con su entorno.
Teniendo en cuenta este devenir histórico de la guerra, y tras diferentes intentos para
crear disposiciones y tratados entre el Gobierno Nacional y los actores armados, en 2016, en La
Habana (Cuba), se firmó el “Acuerdo Final de Paz para la Terminación del Conflicto y la
Construcción de una Paz Estable y Duradera”, a través del cual se contempló, como punto de
partida, la participación ciudadana y, en especial, la de las víctimas. Por este motivo, en el
apartado 2.2.4., “Garantías para la reconciliación, la convivencia, la tolerancia y la no
estigmatización”, por razón de la acción política y social en el marco de la civilidad, se dispuso
la creación del Consejo Nacional para la Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización, con
el fin de “Diseñar y ejecutar un programa de reconciliación, convivencia y prevención de la
estigmatización, con la participación de las entidades territoriales” (Jurisdicción Especial para la
Paz [JEP], 2016, p. 41).
Para dicho propósito, el Gobierno Nacional, mediante el Decreto Ley 885 de 2017, “Por
medio del cual se modifica la Ley 434 de 1998 y se crea el Consejo Nacional de Paz,
Reconciliación y Convivencia” (preámbulo), amplió el marco de acción del Consejo Nacional de
Paz, Reconciliación y Convivencia (CNPRC), para que desempeñase estas funciones
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consignadas en el acuerdo. Este consejo está integrado por representantes de la Rama Ejecutiva
del poder público, la Rama Legislativa, órganos de control del Estado y representantes de la
sociedad civil, desde sectores religiosos, trabajadores, gremios económicos, organizaciones
campesinas, indígenas, afro, organizaciones de mujeres, sector estudiantil, entre otros.
Por su parte, el CNPRC, para cumplir con la tarea de asesorar y acompañar al Gobierno
Nacional en diseñar el Programa de Reconciliación, Convivencia y Prevención de la
Estigmatización, en trabajo conjunto con la Oficina del Alto Comisionado para la Paz (OACP),
comenzó a realizar un proceso de deliberaciones ciudadanas entre los años 2018 y 2019 en
diferentes regiones del país, a saber, Antioquia, Nariño, Arauca, Santander, Casanare, Putumayo,
Vichada, Norte de Santander, Córdoba y Caquetá; con el objetivo de recoger insumos y
propuestas por parte de la sociedad civil en esta materia. Estos encuentros contaron con la
participación de más de 1700 personas provenientes de 19 departamentos del país, donde fue
posible recolectar más de 3000 propuestas en encuentros regionales, cuyo resultado, una vez
sistematizado, debió ser entregado para revisión y posterior cesión de la Política Pública de
Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización por parte del Ministerio del Interior.
La sistematización de los resultados de los encuentros de deliberación ciudadana, para el
año 2018, la realizó la Fundación Ideas para la Paz (FIP); mientras que para el año 2019 la llevó
a cabo el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD). Esta última realizó un
acompañamiento en las mesas de trabajo de los encuentros. Cabe mencionar que el autor de esta
investigación fue partícipe de este proceso por ser miembro de dicha organización.
Dicho lo anterior, surgió la siguiente pregunta problema: ¿Cuál fue la pertinencia de los
aportes hechos por parte de la sociedad civil en torno al tema de la reconciliación, durante el
encuentro realizado por el CNPRC en noviembre de 2019 para la construcción de la Política
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Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización en el departamento de Córdoba?
Por un lado, como una forma de analizar el proceso de participación y deliberación, que por su
magnitud tiene muy pocos precedentes en el país, quizás se asemeja a la construcción de los
Planes de Desarrollo con Enfoque Territorial (PDET), como mecanismos que han impulsado un
proceso de participación que escucha las voces de los diferentes actores presentes en el territorio.
Por otro lado, para analizar desde el interior de estos espacios, cabe preguntarse ¿qué dinámicas
se dan en la participación de distintos actores de la sociedad civil, y en algunos casos con interés
disimiles, en relación con la institucionalidad pública?
En ese orden de ideas, el objetivo de la presente investigación consistió en comprender la
pertinencia de los aportes ofrecidos por parte de la sociedad civil en torno al tema de la
reconciliación, durante el encuentro realizado por el CNPRC en noviembre de 2019 para la
construcción de la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización en el
departamento de Córdoba.
Lo anterior, partiendo de la siguiente premisa: si bien la participación de la sociedad civil
en la construcción de las políticas públicas ha venido teniendo auge como forma de legitimar el
accionar del gobierno y como una manera de brindar mejor respuesta a las situaciones
problemáticas que se presentan en un determinado territorio, queda la incertidumbre de si los
aportes de la sociedad civil, en su conjunto, se pueden materializar; es decir, si se ajustan a las
realidades políticas y financieras del territorio, y si son totalmente factibles; y si en los espacios
de deliberación ciudadana existe la posibilidad efectiva para que la sociedad civil sea partícipe y
no se vea opacada por la política o el tecnicismo.
De acuerdo con la naturaleza de la investigación, y teniendo en cuenta la pregunta
problema y los objetivos planteados, para el desarrollo de este estudio se escogió un enfoque
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cualitativo, en búsqueda de generación de conocimiento a partir del punto de vista de quienes
producen y experimentan la realidad social. Asimismo, se adoptó un enfoque epistemológico
desde la hermenéutica, en un intento más por comprender los razonamientos ofrecidos por la
sociedad civil.
En cuanto a la población objeto de estudio, esta comprendió a todos aquellos y aquellas
representantes de los sectores de la sociedad civil que participaron en el encuentro deliberativo,
realizado en noviembre de 2019 en el departamento de Córdoba, para la construcción de la
Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización. Sus opiniones y
respectivos aportes están consignados en las relatorías que se llevaron a cabo en cada una de las
mesas de trabajo del encuentro en mención. Para efectos de esta investigación, solo se abordaron
las temáticas de las mesas de trabajo relacionadas con reconciliación. Los temas de la no
estigmatización y no discriminación no se analizaron, puesto que implican una discusión teórica
y conceptual más allá del concepto de reconciliación, dando paso a otro proceso de
investigación. Cabe señalar que, a la fecha, la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y
No estigmatización es objeto de análisis jurídico por parte Ministerio del Interior, y se espera que
para el 2021 sea aprobada y promulgada.
Este documento se encuentra dividido en tres capítulos. En el primer capítulo se lleva a
cabo una discusión teórica y conceptual respecto al concepto de reconciliación, participación y
políticas públicas. En el segundo capítulo se realiza un análisis de las apreciaciones que
compartieron los participantes de los sectores de la sociedad civil en las mesas de trabajo en
torno al tema de reconciliación, incluyendo una transversalización o comparación con las
iniciativas departamentales de reconciliación consignados en el ejercicio de los PDET en el
departamento de Córdoba. Finalmente, en el tercer capítulo se plantea una serie de
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recomendaciones para el proceso de participación realizado en el ejercicio de recolección de
lineamientos para la construcción de la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No
Estigmatización; exponiendo, a su vez, las respectivas conclusiones del proceso.
Marco de referencia
Marco geográfico
El departamento de Córdoba se encuentra ubicado en la región Caribe del país. La
superficie es de 25 020 km2. Limita por el norte con el mar Caribe, al este con los departamentos
de Sucre, Bolívar y Antioquia; por el sur con el departamento de Antioquia, y por el oeste con el
departamento de Antioquia y el mar Caribe. Su capital es la ciudad de Montería.
Figura 1.
Mapa del departamento de Córdoba

Fuente: Desde Abajo (s.f.)
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Marco histórico del conflicto armado en el departamento de Córdoba
Debido a su ubicación estratégica, el departamento de Córdoba ha contado con la
presencia de grupos que se disputan el control territorial, la salida al mar por el río Sinú, que
conecta la región Caribe con el interior del país; y la forma en que ha sido manejado el asunto
del latifundio desde mediados del siglo XX, debido a la posesión de este por parte de unas pocas
familias. Esta situación ha llegado a presentarse en torno a la tenencia de la tierra, así como en la
institucionalidad política del departamento a partir de alianzas. Incluso, esto llevó a imponer
modelos de seguridad privada y organizada por parte de los dueños de las grandes extensiones de
tierra para proteger sus territorios (Centro de Investigación y Educación Popular [CINEP], 2016).
Por su parte, la organización campesina, en 1976, como parte de reformas encabezadas
por el Gobierno Nacional en su momento, creó la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos
(ANUC), por medio de la cual se desarrollaron procesos de tomas de tierra. Sin embargo, dicho
proceso se vio acompañado de estigmatización, por lo que el movimiento campesino se vio
relacionado con los grupos guerrilleros emergentes, dando lugar a una lucha por el acceso a la
tierra (CINEP, 2016).
Para esa misma época, el Ejército Popular de Liberación (EPL) operaba en Urabá y el
Bajo Cauca antioqueño, y a finales de los años sesenta se extendió y apoyó a grupos campesinos
en Córdoba. Ya para finales de los años ochenta, a la presencia de grupos subversivos en la zona
del Sinú y al accionar organizativo de los campesinos se sumó otro proceso paralelo de respuesta
a este movimiento, esto es, la creación de las Autodefensas Campesinas de Córdoba y Urabá
(ACCU); con el fin de controlar militarmente las regiones de Chocó, Antioquia y Urabá. Junto
con los mismos movimientos de autodefensas en Magdalena Medio y Sierra Nevada de Santa
Marta, terminaron consolidando las Autodefensas Unidas de Colombia (AUC) (CINEP, 2016).
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Sin duda, esta conformación de grupos armados trajo serias consecuencias para el manejo
del poder regional en Córdoba y en otras regiones. Asimismo, los campesinos quedaron en
medio de todo ese conflicto, y no tuvieron otra salida que desplazarse o vivir en carne propia el
sufrimiento de todas las atrocidades y barbaridades que se viven en la guerra. Mientras estos
grupos se disputaban el control del territorio en esta región, se comenzaron a crear distintas
alianzas con otros actores, a saber, el narcotráfico. Lo anterior, debido a que las rutas de
transporte de drogas que atraviesan el departamento han sido controladas históricamente por
grupos paramilitares y, en ocasiones, con acuerdos con grupos guerrilleros; incluso, con el
consentimiento de la fuerza pública presente en algunas de estas zonas de ruta de estupefacientes
(CINEP, 2016).
Con el proceso de desmovilización de las AUC, principalmente en el municipio de
Tierralta, con el Acuerdo de Santa Fe de Ralito, se pensó que podría traer un periodo de paz para
la región. Sin embargo, los grupos armados posdesmovilización (GAPD) se hicieron sentir. El
clan Úsuga y los rastrojos, ubicados en la zona costera del departamento; y la guerrilla de las
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia – Ejército del Pueblo (FARC-EP), con presencia
en los municipios de Puerto Libertador, Montelíbano, San José de Uré, Tierralta y Valencia, no
permitieron que esta disminución de la violencia tuviera lugar. En contraste, la violencia
incrementó en Colombia desde este periodo (CINEP, 2016).
Marco legal en materia de reconciliación
La Constitución Política de Colombia (1991) abrió la puerta a la materialización y a la
búsqueda de la paz. No obstante, no fue sino hasta 1997 que se promulgó la Ley 387 de 1997,
“por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento forzado; la atención,
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protección, consolidación y esta estabilización socioeconómica de los desplazados internos por la
violencia en la República de Colombia” (preámbulo), que junto con la Ley 418 de 1997, “Por la
cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la convivencia, la eficacia de la justicia
y se dictan otras disposiciones”, conocida como la Ley de Orden Público; materializaron lo que
se constituyó como la norma sobre la cual se consagraron los instrumentos para la
desmovilización de grupos armados ilegales. En esta ley se establecieron disposiciones para
facilitar negociaciones de paz en el marco de las normas del derecho internacional humanitario
(DIH), así como para el desarme y la desmovilización individual y colectiva.
Tras el proceso fallido del Caguán y la búsqueda de la paz por medio del control
territorial, nació la Ley 782 de 2002, “Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418
de 1997, prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y se modifican algunas de sus
disposiciones” (preámbulo). Esta definió el marco para el otorgamiento de beneficios jurídicos
por la comisión de delitos políticos a miembros de grupos armados ilegales como, por ejemplo,
el indulto, la cesación de procesamiento penal, la resolución de preclusión de la instrucción o la
resolución inhibitoria.
En esta misma línea de seguridad y control territorial, con la Ley 975 de 2005 “(...) se
dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al
margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se
dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” (preámbulo). También conocida como la
Ley de Justicia y Paz, dicha ley se creó con el propósito de facilitar la reincorporación social de
miembros de grupos armados ilegales que quisieran contribuir a la consecución de la paz y que
fuesen responsables de conductas que no podían ser consideradas como conexas al delito
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político. Si bien fue muy discutida, permitió la desmovilización de grupos paramilitares y, con el
tiempo, de algunos miembros de las guerrillas.
Por otra parte, con la llegada de Juan Manuel Santos a la presidencia de la república y
con la adopción de otra perspectiva de la paz, esto es, concebida como un proceso y el
reconocimiento del conflicto armado en Colombia, otorgándole esta categoría de orden político
alejado del punto de vista del terrorismo, se creó la Ley 1448 de 2011, también conocida como
Ley de Víctimas y de Restitución de Tierras, “Por la cual se dictan medidas de atención,
asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras
disposiciones” (preámbulo). Esta ley se tradujo en un cambio de enfoque y reconoció que en
Colombia ha existido un conflicto armado de carácter político, haciendo especial énfasis en las
víctimas y su forma de reparación.
Posteriormente, se dio inicio al proceso de paz con las FARC-EP en La Habana, que, tras
una amplia negociación, se llegó a materializar con el Acto Legislativo 001 de 2012, “Por medio
del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia transicional en el marco del artículo 22
de la Constitución Política y se dictan otras disposiciones”. Se contempló como alternativa para
poder desarrollar mecanismos extrajudiciales para el esclarecimiento de la verdad y de
reparación a las víctimas. De esta manera surgió la Comisión para el Esclarecimiento de la
Verdad, la Convivencia y la No Repetición (CEV) y el “Acuerdo Final para la Terminación del
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera” (2016), producto de las
negociaciones de paz entre el Gobierno Nacional y las FARC-EP. En materia de reconciliación,
todo esto abrió pasó a la creación o modificación y ampliación de funciones del CNPRC.
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Tabla 1.
Marco legal en materia de reconciliación
Ley
Ley 387 de 1997

Ley 418 de 1997
Ley 782 de 2002
Ley 975 de 2005

Ley 1448 de 2011
Acto Legislativo
001 de 2012

Finalidad
Por la cual se adoptan medidas para la prevención del desplazamiento
forzado; la atención, protección, consolidación y esta estabilización
socioeconómica de los desplazados internos por la violencia en la
República de Colombia.
Por la cual se consagran unos instrumentos para la búsqueda de la
convivencia, la eficacia de la justicia y se dictan otras disposiciones.
Por medio de la cual se prorroga la vigencia de la Ley 418 de 1997,
prorrogada y modificada por la Ley 548 de 1999 y se modifican algunas
de sus disposiciones.
Por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros
de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de
manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras
disposiciones para acuerdos humanitarios.
Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral
a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras
disposiciones.
Por medio del cual se establecen instrumentos jurídicos de justicia
transicional en el marco del artículo 22 de la Constitución Política y se
dictan otras disposiciones.

Metodología
La presente investigación se desarrolló bajo la metodología de investigación cualitativa,
puesto que este enfoque cuenta con características pertinentes que posibilitaron la comprensión
de la realidad de los contextos académicos y que sustentaron el propósito de este proyecto. Esta
metodología se basa principalmente en el descubrimiento y el hallazgo, por lo tanto, es inductiva.
Es holística, dado que las personas son vistas como un todo. Se centra en entender y comprender
a las personas en su contexto. Es abierta, puesto que tiene en cuenta distintos puntos de vista.
Asimismo, a partir de los actores, lleva a cabo la escenificación desde una perspectiva social,
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cultural y personal; descifrando conflictos, fracturas y divergencias que se presentan dentro de
esta población bajo un enfoque multidimensional (Sandoval, 2002).
Por otra parte, este estudio se desarrolló bajo la metodología de revisión documental, a
partir de la búsqueda de documentos personales, institucionales, archivos históricos y
académicos (Rendón e Isaza, 2007). No solo se basó en la revisión de los documentos de las
relatorías del encuentro deliberatorio en el departamento de Córdoba en el 2019, sino también de
documentos alternativos que ayudaron a comprobar las apreciaciones recogidas como una forma
de confrontar la información y para precisar los problemas a partir de las mismas categorías de
análisis empleadas en los encuentros (Galeano, 2004). La revisión documental se utilizó como
una forma de triangular la información entre los lineamientos ofrecidos desde el CNPRC, las
apreciaciones de los participantes del encuentro de Córdoba e información complementaria que
permitió contrastar las apreciaciones de la sociedad civil.
El enfoque epistemológico acogido fue la hermenéutica desde el comprender, puesto que
al recurso de la descripción sutil y pormenorizada de la historia le sigue la problemática acerca
de la compresión del pasado. Como se sabe, la descripción de la historia debe acompañarse de
consideraciones sobre el sentido de los hechos involucrados y de los agentes implicados.
Descripción y compresión son obligantes: hay que recordar todo el tiempo que los hechos y las
causalidades son asunto de valoraciones que, en el pensamiento y en la acción, requieren pasos
suplementarios de carácter reflexivo en la investigación (Ricoeur, 2002). Tal exigencia conduce
a la urgente necesidad de comprender que lo que pasó en la historia colombiana no solo es objeto
de reconstrucción histórica en el sentido meramente descriptivo de la expresión, sino que hace
falta preguntar por el sentido de lo que ocurrió: ¿Qué paso? Pero también, ¿qué sentido tiene lo
que paso? Como se expuso, la historia del conflicto armado en Colombia requiere de una

20
perspectiva más allá del bien y del mal, puesto que los acontecimientos no se dieron entre
situaciones y personajes tan bien definidos (Grupo de Memoria Histórica [GMH], 2013).
A continuación, en la Tabla 2 se presentan las técnicas de recolección de información
utilizadas para el desarrollo de cada uno de los capítulos.
Tabla 2
Matriz con técnicas de recolección de la información
Ítem
Capítulo 1. Discusión teórica y
conceptual del concepto de
reconciliación, participación y políticas
públicas

Capítulo 2.2. Análisis de participantes
del proceso de deliberación ciudadana
en el departamento de Córdoba

Capítulos 2.3, 2.4 y 2.5. Análisis de
apreciaciones respecto a justicia,
verdad y reparación, confianza y
reconstrucción del tejido y desarrollo
social y económico.

2.6 Análisis de percepciones del
encuentro deliberativo vs. iniciativas
PDET del pilar 8. Reconciliación y
convivencia.

Técnica de recolección de la información
Consulta bibliográfica sobre los siguientes temas:
• Reconciliación.
• Participación.
• Teoría crítica.
• Alternativas espirituales, éticas y morales.
• Estado.
• Participación.
• Políticas públicas.
• Consulta del listado de participación de
los actores en el proceso deliberatorio.
• Análisis de número de participantes por
sectores.

•
•

•

Sistematización de las relatorías de las
mesas de trabajo del encuentro de
deliberación.
Revisión de aquellos conceptos
significativos según la observación del
investigador que se encuentren
relacionados con justicia, verdad y
reparación, confianza y reconstrucción del
tejido y desarrollo social y económico.
Cruce de las percepciones encontradas
contra las iniciativas PDET del pilar 8 de
reconciliación y convivencia en el
departamento de Córdoba.
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Por último, conviene mencionar que no se darán nombres propios de organizaciones, en
primer lugar, porque el resultado de las relatorías de cada una de las mesas de trabajo del
encuentro no especificó de quién era el aporte, y, en segundo lugar, en aras de buscar la no
estigmatización de los puntos de vista expresados.
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1

Capítulo 1. Discusión teórica y conceptual del concepto de reconciliación,
participación, sociedad civil y políticas públicas

Actualmente, Colombia se encuentra viviendo un momento histórico muy importante,
puesto que se han abierto las puertas hacia un avance sin precedentes en materia política,
económica y sociocultural. Sin embargo, este avance ha dependido, en gran parte, de la misma
sociedad y su capacidad para dejar a un lado las diferencias, el dolor y el sufrimiento producto de
la violencia, y del reconocimiento del otro como una persona con sentimientos, opiniones e
intereses que pueden ser disimiles, pero que, en conjunto, pueden llevar a consolidar una mejor
sociedad. Este reto no es solo de forma individual, involucra a actores institucionales a nivel
nacional y territorial, así como al sector económico y a todas las organizaciones de la sociedad,
como lo son las personas jóvenes, las mujeres, el sector religioso, afrodescendientes, comunidad
LGBTQIA+, estudiantes, maestros, sindicatos, entre otros.
En ese sentido, es posible afirmar que el proceso de reconciliación es complejo. Por un
lado, implica la garantía de justicia y verdad para las víctimas, pretende lograr el reconocimiento
del otro y la puesta de visiones en común como algo más allá del sentimiento de pertenencia o de
nación. Además, abre las puertas para un reconocimiento mayor del papel del Estado, partiendo
del reconocimiento e involucramiento de sus ciudadanos en todas las decisiones que los afecten,
y la construcción de una sociedad más justa. Por otro lado, demanda que los gobiernos ofrezcan
un mayor compromiso para abrir escenarios de participación y garantías que van más allá de la
representatividad; es decir, conllevan a la discusión del operar del Estado a una escala más
comunitaria que se traduzca en políticas públicas ampliamente aceptadas por su carácter
participativo.
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Por lo anterior, en este capítulo, en primer lugar, se expone conceptualmente lo que se
entiende por reconciliación, su relación con la justicia transicional y la verdad, con el
reconocimiento de derechos socioeconómicos, y el reconocimiento del otro. Todo esto,
identificando tres alternativas o planteamientos posibles que ayudan verdaderamente a pensar en
el otro y a alejarse un poco de la visión individualista de la vida y la tarea que demanda de los
investigadores sociales desde la teoría crítica en la generación de conocimiento que coadyuve a
la sociedad en esa construcción. En segundo lugar, se describe cómo la reconciliación demandará
por parte del Estado respuestas a partir de políticas públicas, como actor principal en materia de
desarrollo. En tercer y último lugar, se contempla cómo esa búsqueda, construcción e
implementación de respuestas a las demandas de la sociedad civil en materia de reconciliación
abre una ventana para que el Estado gane mayor legitimidad, si realiza su accionar de una
manera participativa, esto es, yendo más allá de la representatividad.
1.1

La reconciliación: justicia transicional y verdad
En un primer acercamiento al concepto de reconciliación, Lederach (2007) indicó que

esta es un espacio para admitir el pasado e imaginar el futuro como una forma de reconstruir el
presente. El reconocimiento del pasado pone de manifiesto el punto de partida por el cual inicia
gran parte de los procesos de reconciliación, el cual se basa en la justicia, verdad y reparación.
Asimismo, López (2003) manifestó que, en la reconciliación, las víctimas tienen derecho a saber
la verdad, que se den acciones judiciales contra sectores impunes, ejercicios de catarsis y
reconstrucción de la dignidad, compensándose material y moralmente a partir de la
reconciliación. Por lo tanto, hablar de reconciliación como una forma de admitir el pasado
implica el derecho principal que tienen las víctimas a la verdad, donde entra en juego todo el
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aparato judicial para la búsqueda de esta verdad. Como se verá más adelante, esta búsqueda se
puede dar desde la justicia ordinaria transicional que, en otros países, ha permitido un mayor
acercamiento a la verdad
En relación con la justica, tal como lo mencionó López (2003), debe ser la misma
sociedad en conjunto, principalmente las víctimas, las que deben definir hasta dónde se ha de
cumplir el papel de la justicia, la paz y la reconstrucción de tejido social, partiendo del análisis
de los padecimientos propios de la guerra, los errores cometidos, encontrando formas de sanar y
cerrar las heridas. En Colombia, desde algunos sectores se evidencia un interés por “pasar la
página”, como se dice coloquialmente, y tratar de olvidar el pasado. Lo anterior, puesto que la
continuación prolongada de la violencia en Colombia ha generado un no reconocimiento de la
variedad de actores que existen, así como de las particularidades distintas de las víctimas; en
contraste, existe una subestimación de los problemas políticos y sociales ocasionados por el
conflicto armado (GMH, 2013). Por este motivo, se requiere de un compromiso del Estado y la
sociedad para dejar de lado sentimientos adversos, en pro de ayudar a las víctimas a conocer la
realidad de los hechos por los cuales han sufrido los efectos de la guerra.
Las víctimas merecen la oportunidad y el espacio para expresar el trauma y el dolor
provocados por lo que se ha perdido y la ira que acompaña al dolor y a las injusticias que han
sufrido (Lederach, 2007). La reconciliación parte del reconocimiento de las víctimas, como
aquellas que vivieron en carne propia las consecuencias de la guerra y la violencia desatada
dentro de esta. Por ello, a raíz del acuerdo de paz, se creó la Jurisdicción Especial para la Paz
(JEP), entendida como un espacio de reconocimiento a las víctimas y la búsqueda de la verdad,
siendo esta una forma de compensación y de terminación del sufrimiento por parte de las
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víctimas, quienes deben contar con la posibilidad de saber la verdad sobre lo ocurrido y el
paradero de sus seres queridos.
Uno de los pilares fundamentales del acuerdo de paz es el reconocimiento de las víctimas
y de las responsabilidades. Asimismo, vela para que la sociedad cuente con la oportunidad de
saber lo ocurrido durante el conflicto armado (Jurisdicción Especial para la Paz [JEP], 2016). Es
decir, posee un componente de justicia basada en el reconocimiento.
En cuanto al alcance de la justicia transicional, se debe tener en cuenta cómo se ha
asumido la dimensión de esta en otros procesos de reconciliación. Por ejemplo, en algunas
sociedades africanas, el concepto de justicia propende por la continuación de valores de la
comunidad y no de derechos individuales (López, 2003). Los daños causados por el conflicto
armado, en últimas, van dirigidos a toda la sociedad. Por ello, el ideal de la reconciliación
consiste en que las víctimas directas e indirectas puedan insertarse de nuevo en la sociedad y que
puedan vivir en comunidad, desde el relacionamiento y reconocimiento mutuo. Lo anterior,
encontrando valores comunitarios que permitan verdaderos procesos de reconciliación.
Las reparaciones a las víctimas son una forma de materializar la reconciliación en torno a
la justicia; sin embargo, es importante que estas tengan una finalidad tanto material como
simbólica. Si se niega está última, esa parte psicológica de la reconciliación que trabaja los
grandes daños y violencias sufridas por las víctimas y la comunidad producto de la guerra, se
estarían realizando procesos incompletos de reconciliación en las comunidades (Firchow, 2017).
A partir de lo anterior surgen otros puntos tocantes a la reconciliación, esto es, buscar esa
sanidad emocional de las víctimas y la comunidad sobre los hechos ocurridos, para que se
pueden llevar a cabo las medidas de reparación inmateriales y materiales.

26
1.2

La reconciliación y los derechos socioeconómicos
El concepto de reconciliación implica la transformación de escenarios desiguales o de

compromisos pendientes de la sociedad y el Estado en la garantía de derechos socioeconómicos
no reconocidos que, en parte, fueron causas y efectos del conflicto. Dichas causas y efectos
responden al acceso a la tierra y a la pobreza generada por el desplazamiento o confinamiento de
la población, así como de territorios sin control del Estado, donde los actores armados ilegales
dictaban las pautas a nivel comunitario, político, social y económico.
En concordancia con López (2003), la reconciliación debe garantizar unas condiciones
económico-estructurales, es decir, acciones con miras de reforma fiscal, programas contra la
pobreza, y formación y protección de los grupos sociales más débiles; puesto que el conflicto
armado, entre sus múltiples efectos, ha dado lugar al desplazamiento y el confinamiento de las
personas, siendo esta una situación que agrava los problemas de la pobreza o la desigualdad
dentro de los territorios. Como se mencionó anteriormente, los campesinos han quedado en el
medio del conflicto (CINEP, 2016), dado que los enfrentamientos armados los han dejado en una
situación de inseguridad. Bajo dicha perspectiva, o no pueden estar dentro de sus territorios o no
pueden tener cultivos que puedan salir al mercado, ya sea por la lejanía de los territorios o por la
presencia de grupos armados en este, quienes han asumido el control total.
De igual forma, la reconciliación se basa en el ejercicio activo de la ciudadanía, un
reconocimiento de todos como ciudadanos congéneres, con derecho a participar activamente en
las discusiones políticas, a escucharse recíprocamente, manteniendo un límite o distancia entre
sí, pudiendo estar o no de acuerdo con otros (Uprimny y Saffon, 2016). Dicho de otro modo, se
deben brindar garantías de seguridad para que la ciudadanía se pueda expresar libremente y para
que exista una verdadera participación y reconocimiento del otro. Se busca un abandono al
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pensamiento único o dogmático, dado que este aumenta la violencia (GMH, 2013), dificultando
la integración y tolerancia de la diferencia, para lo cual se necesita del reconocimiento del otro.
El acuerdo de paz contempla la participación ciudadana como uno de los aspectos más
importantes, siendo una de las apuestas más relevantes en la construcción de la paz. Todo ello,
en aras de consolidar una participación de la sociedad en la planeación, la ejecución y el
seguimiento a los planes y programas en los territorios, que permita dar transparencia a lo
pactado (JEP, 2016). Esto implica un despliegue de las instituciones del Estado en brindar
garantías para esta participación, y hace parte de los temas tratados en la construcción de la
Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización.
La garantía de estos derechos sociales y económicos permite que la población asuma una
verdadera reparación, una recuperación de su dignidad, la reconstrucción de su vida familiar y
comunitaria, partiendo desde un plan de vida hacía el futuro, para llegar a ser compartido con los
demás planes individuales que se tengan en la sociedad; incluso de aquellos que anteriormente
podían ser considerados como un enemigo, para pasar a la construcción de futuros como parte
del proceso de la reconciliación.
1.3

La reconciliación como reconocimiento del otro
Según Lederach (2007), por medio de la reconciliación se debe construir un futuro que

remarque la interdependencia que existe con el otro, pues una enseñanza que dejan los conflictos
internos contemporáneos es que el futuro de aquellos que estaban en bandos opuestos está
intrínsecamente vinculado y es interdependiente. Esto se debe a que, en un proceso de
reconciliación y posacuerdo, todos están presentes en el mismo territorio. Asimismo, aquellos
catalogados como “el enemigo” hacen parte de la cotidianidad del encuentro y la vida en
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comunidad. Incluso, al compartir un territorio y ser parte de la misma ciudadanía, sus voces
deben estar representadas en los gobiernos locales y en las puestas en marcha de planes y
programas institucionales del territorio.
Así pues, para que se pueda hablar de una construcción de futuro conjunta, como anotó
Habermas (2000), se requiere de un reconocimiento del otro en un sentido de solidaridad social,
el cual se genera de forma abstracta en el sentido de personas pertenecientes a una nación, que va
más allá de las tensiones que causan división, y que se basa en los principios de soberanía
popular y ejercicio de los derechos humanos. Aunque no necesariamente debe ser el sentimiento
de pertenencia a una nación lo que podría llevar a que los actores despierten un sentido de
solidaridad. En efecto, la reconciliación necesita reivindicar esa característica común que tienen
todos como seres humanos desde un punto de vista moral. Como se evidenció anteriormente, se
debe aceptar esa interdependencia que se comienza a percibir en los territorios con las nuevas
dinámicas de la reconciliación, con los excombatientes y demás actores que antiguamente
estaban en conflicto, y que están compartiendo ahora en comunidad.
Desde la teoría crítica, Honneth (2009), en relación con la patología social de la razón,
indicó que la única forma que existe para que la sociedad no lleve una vida distorsionada es
cuando comprenden una orientación de principios e instituciones que conduzcan a metas
racionales de autorrealización compartidas; pues, de lo contrario, lleva a una patología social por
pérdida de metas comunitarias. Para el caso de esta investigación, la Política Pública de
Reconciliación, Convivencia y no Estigmatización podría llegar a condensar esa orientación de
principios, poniendo en una construcción de futuro si su contenido expone los deseos y las
demandas de la sociedad civil y la institucionalidad respecto a la reconciliación.
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Para llegar al punto, la teoría crítica expone que, para superar la patología social de la
razón, se requiere compartir la convicción de que la actividad o, en este caso, esa construcción de
futuro en común, puede llegar a justificar que se dejen de lado los intereses individuales Honneth
(2009). Sin embargo, en el contexto de Colombia, siendo un país pluricultural, donde están
presentes comunidades afrodescendientes, indígenas o pueblos aborígenes, pueblos Rom, entre
otros, conjugados con los intereses que se pueden dar desde la sociedad civil como, por ejemplo,
organizaciones de jóvenes, mujeres, estudiantes, maestros, profesores, sectores económicos y
religiosos; esta justificación plantea un gran reto para los académicos y para la misma sociedad
al identificar algunos principios en común que posibiliten alcanzar estas metas comunitarias que
lleven a la autorrealización y permitan dejar de lado los intereses individuales.
Sin duda, sus reflexiones pueden ser el punto de partida para comenzar a pensar en que sí
se puede llevar a cabo la identificación de unos principios en común a todos los actores presentes
en la reconciliación. Para Santos (2000), lo que sería una teoría crítica moderna, estas reflexiones
sirven como hoja de ruta para pensar en la reconciliación, los aportes que se consideran
pertinentes son: tener en cuenta la multiculturalidad, no hay principios únicos de transformación,
no es conveniente reunir todas las formas de lucha en una teoría común y el conocimiento de la
emancipación que tiene como meta la solidaridad y el reconocimiento de la diferencia.
En ese sentido, para los académicos, la institucionalidad y la sociedad en general es todo
un reto tener en cuenta la multiculturalidad y los múltiples saberes que convergen en el territorio,
y que estos puedan consolidarse en una política pública en pro de la reconciliación. Además,
resulta complejo que, de antemano, se logre que los actores públicos, privados y de la sociedad
civil dejen de lados sus intereses individuales o grupales. Esto conduce a una nueva forma de
pensar la sociedad, una nueva opción de racionalidad que propenda por agrupar, que tenga en
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cuenta saberes que inviten o fomenten la unidad, al reconocimiento del otro, y desde un punto de
vista moral, Por ello, desde la simple agrupación de intereses no se podría despertar un verdadero
sentimiento de solidaridad en la sociedad.
Se trata, pues, de una situación que no es fácil de abordar, pues los recuerdos del dolor y
las secuelas de la guerra siguen vigentes en la etapa del posacuerdo. Esto se dificulta aún más
cuando existen grupos en conflicto que son muy cercanos geográficamente, es decir, son sus
enemigos y, casualmente, sus vecinos (Lederach, 2007). Por esto, la reconciliación necesita
encontrar un modo de abordar el pasado sin quedarse en él. Aunado a esto, la reconciliación debe
crear puentes, y una forma de que sea restituido el sentido de las cosas y la justicia, apartando los
espacios del sinsentido, que sería el odio, la violencia, el rencor o la crueldad (López, 2003).
Bajo dicho panorama, diversas situaciones vividas, como consecuencia de la guerra, deben
dejarse de lado para construir esa visión de futuro conjunta. Sin duda, esto evoca diferentes
inquietudes sobre qué herramientas se deben adoptar para que esto se lleve a cabo y, de esa
manera, poder dejar de lado ese pasado y no quedarse en él y extenderse hacia el futuro, poder
convivir con el “enemigo” y, quizás, poder perdonar u olvidar, entreviendo un aspecto moral o
ético que permita su realización.
El perdón se constituye como posibilidad de liberación de la acción del victimario sobre
la persona víctima, dado que este es diferente a la reconciliación, es decir, no necesita del
reconocimiento de la culpa o de un arrepentimiento por parte del victimario para liberar el
sufrimiento (López, 2013). Por este motivo, y como el interés primordial está en las víctimas, la
reconciliación debe abordar aspectos que no necesariamente partan del reconocimiento de verdad
por parte de los victimarios, a saber, la sanación o liberación de los sufrimientos guardados por
parte de las víctimas.
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1.4

El papel del Estado social de derecho, participación, sociedad civil y las políticas
públicas
En línea con lo anterior, desde el enfoque desarrollo humano, resulta pertinente ampliar

las capacidades de la persona al momento de elegir entre diferentes formas de vivir (Sen, 2003).
El Estado, en su función de promotor del desarrollo social, busca abarcar las elecciones de la
gente, el objetivo es crear un ambiente para que las personas cuenten con larga diversión, salud y
vidas creativas, como parte de esa formación de capacidades humanas (Haq, 2003). En todo esto,
el aspecto político entra a jugar un papel preponderante, pues las personas necesitan ser
partícipes de los asuntos políticos y, asimismo, contar con la libertad de expresar sus puntos de
vista.
Siendo el Estado social de derecho el garante del ejercicio de los derechos humanos, la
tarea de este consiste en garantizar unas condiciones de vida sociales, tecnológicas y ecológicas
que permitan disfrutar de las mismas capacidades y derechos civiles (Habermas, 2000). Para el
caso de Colombia, el artículo 2 de la Constitución Política (1991) plantea que son fines
esenciales del Estado:
(…) servir a la comunidad, promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de
los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución; facilitar la
participación de todos en las decisiones que los afectan y en la vida económica, política,
administrativa y cultural de la Nación (…).
Por lo tanto, en Colombia, como lo establece la Constitución de 1991, se tiene un Estado
que busca la garantía y los fines perseguidos por la sociedad en su conjunto. El Estado, con el fin
de servir a la comunidad y promover la prosperidad general, garantizar los derechos humanos y
ampliar las capacidades de los individuos (Sen, 2003), opera mediante políticas públicas,
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entendidas estas como la materialización y legitimación de las estrategias que utiliza el Estado
para definir, incidir y modificar la regulación de un aspecto en la sociedad. Esta estrategia es el
resultado de la movilización de actores públicos y privados, organizativos e individuales
comúnmente con ideas disimiles (Roth, 2015). Es a partir de la política pública que se comienzan
a gestar esos espacios de participación para generar dinámicas de reconciliación y
reconocimiento del otro, en la búsqueda de una visión compartida de futuro.
Durante muchos años, las políticas públicas se consideraron como producto de la reunión
de expertos o la primacía de los intereses políticos para solución de un problema de interés
público. No obstante, gracias a la presión de los movimientos sociales en América Latina y los
procesos de democratización de los noventa, se comenzó a dejar de lado la idea de la democracia
representativa como la única fuente de legitimidad política, exigiendo una mayor participación
de la sociedad (Roth, 2015). A partir de esta etapa posterior a los años noventa, Colombia se
sumó al auge de los movimientos sociales en América Latina, lo que derivó en la realización de
la Asamblea Nacional Constituyente, que comenzó a generar nuevas dinámicas organizativas de
la sociedad civil, tomando esta como un fortalecimiento de las organizaciones de campesinos,
trabajadores y nuevos movimientos sociales, que responden a la transformación socioeconómica
del contexto en temas de reivindicación de derechos, participación democrática, conflicto
armado, temas de género, medioambiente, derechos humanos, entre otros (Crespo y Buitrago,
2012)
En este contexto entraron en juego las visiones alternativas de desarrollo. Gracias a este
auge de los movimientos sociales, el papel de los diferentes sectores de la sociedad está
comenzando a tener un rol preponderante: por un lado, porque aboga para que se reconozca y se
tengan en cuenta las medidas y alternativas ofrecidas por la sociedad civil; y, por otro lado, como
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una oportunidad significativa para el Estado, dado que tiene garantizada su gobernabilidad a
partir de la inclusión y el trabajo conjunto con el aprovechamiento de los saberes y
cosmovisiones de la sociedad civil.
Actualmente, la sociedad civil es concebida como un actor que trabaja de la mano con el
Estado, y no necesariamente en contra. Lo anterior, ganando espacios de participación
democrática, incluyendo la toma de decisiones. A su vez, participa como figura en la búsqueda
de soluciones problemáticas que dan como resultado políticas públicas a nivel local, regional o
nacional (Valencia, 2012), y la necesidad de un trabajo articulado con el Estado, el sector
privado y otros movimientos sociales.
En el análisis de políticas públicas se suele utilizar el “ciclo de la política pública”, que
propone las siguientes etapas: identificación del problema, formulación de soluciones, toma de
decisión, implementación y evaluación (Roth, 2006). Esta investigación o el proceso deliberativo
de participación ciudadana, realizado por el CNPRN, llegaría hasta la etapa de formulación de
soluciones, puesto que la toma de decisión dependerá de que el CNPRN lleve ante el Ministerio
de Interior las soluciones propuestas, para que posteriormente pueda salir a la luz la Política
Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización de manera definitiva.
Con base en esta discusión teórica, en el próximo capítulo se analizan las apreciaciones
ofrecidas por los participantes de la sociedad civil, utilizando los conceptos, esto es,
reconciliación desde la justicia transicional y verdad, derechos socioeconómicos, reconocimiento
del otro y el papel del Estado social de derecho, participación y sociedad civil.
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2 Capítulo 2. Análisis de las apreciaciones ofrecidas en las mesas de trabajo en torno al
tema de reconciliación por parte de los participantes de los sectores de la sociedad civil
En el presente capítulo se analizan las apreciaciones de los participantes en el encuentro
deliberatorio en Córdoba. Para dicho propósito, en primer lugar, se describe en qué consistió el
encuentro, prestando atención al número y el tipo de participantes. En segundo lugar, se
examinan las apreciaciones de los participantes respecto al tema de justicia, verdad y reparación,
seguido del tema de confianza y reconstrucción del tejido social, y el tema de desarrollo social y
económico. Finalmente, se lleva a cabo una comparación entre las apreciaciones del encuentro
deliberatorio vs. las iniciativas de los PDET, recogidas de manera participativa en los Planes de
Acción para la Transformación del Regional (PATR) para las zonas de los Montes de María y
sur de Córdoba.
2.1

Exposición del proceso de deliberación ciudadana en el departamento de Córdoba
El encuentro de recolección de lineamientos y recomendaciones para la construcción de

la Política de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización, para el departamento de
Córdoba, se realizó los días 19 y 20 de noviembre de 2019 en el municipio de Tierra Alta, como
una forma simbólica, reconociendo que este municipio ha sido epicentro del conflicto armado en
el departamento. El evento lo organizó el CNPRC y la OACP, contando con el apoyo y
acompañamiento del PNUD.
Se contó con la participación de 99 personas representantes de diferentes sectores de la
sociedad civil, entre mujeres, iglesia, comunidad LGBTQIA+, empresarios, líderes y lideresas
sociales, jóvenes, indígenas, afro, juntas de acción comunal (JAC), institucionalidad local, fuerza
pública y cooperación internacional presente en el territorio.
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De esa manera, se organizaron seis mesas de trabajo con los siguientes temas:
1. Políticas para la transición: reconocimiento, reparación transformadora y
reincorporación.
2. Convivencia pacífica.
3. No estigmatización y no discriminación.
4. Confianza y reconstrucción del tejido social.
5. Desarrollo social y económico y transformaciones territoriales.
6. Adecuación normativa e institucional para la reconciliación, convivencia y no
estigmatización.
Cada uno de estos ejes temáticos contó con unas líneas de acción a abordar con los
participantes, tal como se expone en la Tabla 3.
Tabla 3
Ejes temáticos de los encuentros deliberatorios para la construcción de la Política Pública de
Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización
Ejes temáticos
Políticas para la
transición:
reconocimiento,
reparación
transformadora y
reincorporación.

•
•
•
•
•

Líneas de acción
Reconocimiento y goce efectivo de los derechos de las
víctimas a la verdad, la justicia, la reparación y las garantías
de no repetición.
Procesos comunitarios de reincorporación.
Reconocimiento de la verdad de lo sucedido en el marco del
conflicto armado.
Procesos de justicia restaurativa y de reconocimiento de
responsabilidades.
Reconocimiento de los impactos diferenciados del conflicto
armado, con especial atención a las mujeres, la población
LGBTIQIA+, niños, niñas y jóvenes, la población campesina,
los pueblos indígenas, las comunidades negras, raizales y
palenqueras, así como de colectivos y movimientos que,
debido a su actuación social, religiosa y/o política, también
fueron victimizados.
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Convivencia pacífica.

•
•

•
•
•
•
•
No estigmatización y
no discriminación.

•
•
•

•
•

•
•
Confianza y
reconstrucción del
tejido social.

•
•

Educación y pedagogía para la reconciliación y la
transformación pacífica de conflictos.
Capacitación a organizaciones y movimientos sociales, así
como a funcionarios públicos en cargos de dirección, en los
niveles nacional, departamental y municipal, en el tratamiento
y resolución de conflictos.
Fortalecimiento a procesos de justicia local y comunitaria.
Reconocimiento y fortalecimiento a procesos sociales y
culturales comunitarios, considerando los enfoques étnico,
territorial y poblacional.
Reconocimiento de los procesos liderados por las mujeres y
sus organizaciones en los territorios por la defensa de sus
derechos y la promoción de la paz.
Fortalecimiento de los medios alternativos y comunitarios
para que puedan contribuir a la promoción de la convivencia,
la reconciliación y la no estigmatización.
Promoción de procesos territoriales de diálogo que promuevan
la transformación y resolución pacífica de los conflictos.
Promoción del respeto y reconocimiento de la diferencia, la
crítica y la oposición política.
Promoción del respeto por la labor que realizan en pro de la
construcción de la paz y la reconciliación, diferentes
movimientos y organizaciones políticas y sociales.
Promoción del respeto por la labor que realizan las
organizaciones sociales y de derechos humanos, en particular
aquellas que fiscalizan la gestión del gobierno y las que se
opongan a sus políticas.
Promoción del respeto y reconocimiento de la movilización y
la protesta social.
Promoción de la no estigmatización a grupos en condiciones
de vulnerabilidad o discriminados como las mujeres, los
pueblos y comunidades étnicas, población LGBTIQIA+, los
jóvenes, niños y adultos mayores, las personas en condición
de discapacidad, las minorías políticas y las minorías
religiosas.
Aplicación efectiva del marco normativo para la no
estigmatización.
Capacitación a funcionarios públicos, a la fuerza pública y a
líderes y lideresas de las organizaciones y movimientos
sociales para garantizar la no estigmatización.
Fortalecimiento institucional y presencia real del Estado en el
territorio Nacional: “restablecer el sentido de lo público”.
Garantías de no repetición, seguridad y protección para
líderes/as sociales, defensores de derechos humanos (DDHH)
y comunidades.
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•

Fortalecimiento de mecanismos de control social y de las
veedurías ciudadanas.
• Garantías para la participación ciudadana y el ejercicio del
derecho a la protesta social.
• Fortalecer los procesos de rendición de cuentas y
transparencia de las instituciones públicas.
• Seguimiento, verificación y exigencia del cumplimiento de los
acuerdos logrados entre organizaciones y movimientos
sociales y las instituciones del Estado.
• Reconocimiento de experiencias locales y regionales de
reconciliación y convivencia.
• Todas las políticas públicas con Enfoque Basado en Derechos
Humanos (EBDH).
Desarrollo social y
• Visiones territoriales de desarrollo sostenible: instancias de
económico sostenible
planeación y seguimiento.
y transformaciones
• Planeación y presupuestos participativos.
territoriales.
• Fortalecimiento de la participación ciudadana y la gobernanza
local.
• Descentralización fiscal y administrativa.
• Fortalecimiento a procesos organizativos de las poblaciones
étnicas y las poblaciones diferenciales de los territorios.
• Reforma rural integral: acceso y uso de la tierra.
• PDET, PATR, Plan Nacional de Sustitución de Cultivos de
Uso Ilícito (PNIS).
• Estrategias ambientales sostenibles.
Adecuación normativa
• Promover la reforma a la justicia y la reforma política para la
e institucional para la
apertura democrática.
reconciliación, la
• Trámite de la Ley Estatutaria de Garantías de Participación de
convivencia y la no
Organizaciones y Movimientos Sociales.
estigmatización.
• Ley de garantías para la movilización y la protesta social.
• Ley de medios para la regulación de mensajes que promueven
la estigmatización, los discursos de odio y la discriminación.
Fuente: (Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo [PNUD], 2020)
La elección de las mesas en la que iban a participar los representantes de los diferentes
sectores de la sociedad civil se realizó de acuerdo con sus intereses particulares y conocimientos
sobre el tema. Para cada una de las mesas de trabajo se contó con una persona encargada de la
relatoría y otra de la moderación. La moderación correspondió a una persona representante del
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CNPRC y la relatoría a un funcionario de la OACP, encargado de consignar literalmente todos
los aportes de los participantes de las mesas.
Para efectos de esta investigación, como se mencionó en un principio, solo se abordaron
las temáticas de las mesas de trabajo relacionadas con reconciliación. En ese orden de ideas, se
analizó el tema 1, “Políticas para la transición: reconocimiento, reparación transformadora y
reincorporación como percepciones de justicia, verdad y reparación”, el tema 4, “Confianza y
reconstrucción del tejido social” y el tema 5, “Desarrollo social y económico y transformaciones
territoriales”. Los temas 2, “Convivencia pacífica” y 3, “No estigmatización y no
discriminación”, no se estudiaron debido a que implican una discusión teórica y conceptual que
más allá del concepto de reconciliación, dando paso a otro proceso de investigación.
Con base en la información de las relatorías de cada una de las mesas, se procedió a una
tabulación de los aspectos comentados por los participantes de los sectores de la sociedad civil,
verificando si obedecía efectivamente a una nueva propuesta, un complemento o un diagnóstico.
Lo anterior, con el fin de rescatar aquellos complementos y nuevas propuestas de los aportes
construidos comunitariamente en los capítulos de los ejes temáticos.
2.2

Análisis de participantes
Para realizar el análisis de participantes se revisó la representatividad de la participación

por tipo de organización, seguido de la participación por sectores, tal como se expone en la
Figura 2.

39
Figura 2
Representatividad de la participación por organizaciones

De acuerdo con la información de los participantes por organizaciones, la mayor
representación la obtuvieron las personas pertenecientes a algunos de los despachos o secretarías
de las diferentes alcaldías del departamento, con un 13 %; seguido de los miembros de la
cooperación internacional y las ONG con un 10 %; y, por último, el CNPRC con un 9 %. A
primera vista, esto podría parecer una mayor participación institucional pública o de
cooperación, pero cabe aclarar que, tomando en su conjunto, la representación de la sociedad
civil es más alta que la institucional como se observa en la Figura 3.
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Figura 3
Representatividad de la participación por sectores

De acuerdo con la Figura 3, del total de 99 participantes, 67 personas son representantes
de algún sector de la sociedad civil, lo que equivale a un 67 % de participación que, de entrada,
le brinda cierta credibilidad a un proceso participativo. Asimismo, permite cuestionarse qué tanto
hincapié se hizo en la elaboración de las opiniones y aportes realizados por este sector frente a
los temas planteados en las mesas de trabajo.
2.3

Análisis de apreciaciones respecto a justicia, verdad y reparación
Cómo se mencionó anteriormente, respecto a las apreciaciones de justicia, verdad y

reparación, se abordaron los aportes realizados en la mesa de trabajo en relación con las políticas
para la transición: reconocimiento, reparación transformadora y reincorporación. Cabe
mencionar que, para el caso de la reconciliación, el tema de justicia se relaciona con los temas de
verdad y reparación.
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2.3.1

Promover la reparación integral y total de las víctimas
Para los sectores participantes de la sociedad civil del departamento de Córdoba, se

sugirió, inicialmente, bajar al territorio y descentralizar la institucionalidad encargada de la
reparación a las víctimas en los municipios. De igual forma, pusieron de manifiesto que es
necesario educar a las víctimas para que reconozcan sus derechos, argumentando que las
víctimas no tienen conocimiento sobre ello. Por esta razón, recomendaron sensibilizar y divulgar
la normatividad que garantiza la reparación de las víctimas del conflicto por medio de
capacitación, medios radiales, audiovisuales, folletos; así como brindar apoyo jurídico a las
víctimas para garantizar y proteger sus derechos. En esa misma línea, desearon que esta labor no
sea solo de parte del Ministerio Público, sino que también se pueda dar acompañamiento a través
de las universidades y la cooperación internacional.
Por otra parte, los participantes indicaron que es necesario que las asignaciones
presupuestales se realicen de acuerdo con el número de víctimas existentes en el territorio, para
materializar y garantizar los derechos y la reparación integral de las víctimas. Asimismo, como
una forma de realizar una reparación integral en los territorios, los participantes apuntaron a que
se dé un retorno a sus tierras con garantías, tierras y apoyos de proyectos económicos de largo
plazo; incluyendo y materializando los puntos: 1.1.2, 1.1.3, 1.1.5 y 1.1.7 del acuerdo de paz, para
que se pueda obtener un acompañamiento técnico, financiero, comercial, junto con conectividad
vial, energética, agua, de salud y educativa.
En este punto de reconocimiento y goce efectivo de los derechos de las víctimas a la
verdad, la justicia, la reparación y la no repetición, los participantes visualizaron que se requiere
garantizar la atención completa de manera psicosocial a las víctimas; es decir, que atiendan de
manera integral el territorio, tanto a nivel rural como urbano. Como afirmaron, a lo rural, por lo
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general, no llega. No es suficiente el Programa de Atención Psicosocial a la Víctimas
(PAPSIVI). En ese sentido, se propuso capacitar a personas de las mesas de víctimas,
organizaciones de la sociedad civil y a líderes de las comunidades para que puedan ayudar y
garantizar estos ejercicios de sanación y tratamiento psicosocial.
De acuerdo con el aporte anterior por parte de la sociedad civil, se denota ese aspecto de
la reparación que va más allá del reconocimiento de derechos a nivel político, económico y
social, esto es, el aspecto moral, que permite a las víctimas realizar ejercicios de perdón
individuales y de sanación. Se trata de un aspecto intangible de la reconciliación que, quizás, sea
aún más importante que los primeros mencionados. De igual forma, muestra el compromiso para
que el apoyo psicosocial no sea solo un tema brindado desde la institucionalidad, sino que la
misma población, a partir de la mesa departamental de víctimas, pueda contribuir a este proceso.
La sociedad civil expresó que la reparación integral y total de las víctimas se debería
abordar desde un enfoque diferencial, por lo que recomendaron brindar un fortalecimiento de las
personerías con funcionarios con disposición a trabajar todo lo relacionado con atención a
víctimas; pues actualmente no es posible atender todas las demandas hechas por la comunidad. A
su vez, indicaron que las personerías deberían tener un psicólogo y una psicóloga para que se
pueda abordar el enfoque diferencial.
En el mismo punto de capacitación a funcionarios que atienden víctimas, para humanizar
la atención, recomendaron que deben ser funcionarios idóneos para tratar con las víctimas y las
temáticas de las víctimas, con el fin de no caer en ejercicios de revictimización. En línea con el
punto anterior, se comienza a evidenciar dinámicas de reconocimiento del otro que ayudan a la
reconciliación, pues una cosa es lo que se dicta en las políticas, pero la reconciliación inicia en el
encuentro comunitario y en reconocer las necesidades de sus coterráneos.
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2.3.2

Promover la protección de la vida de líderes, víctimas y reclamantes de tierras en los
territorios
La sociedad civil afirmó que la política está muy enfocada al tratamiento de las víctimas,

una vez generados los hechos que les otorgan dicha condición. Es necesario desarrollar una
política preventiva de la generación de víctimas y esto se logra a partir de una presencia y oferta
integral del Estado, garantizando derechos fundamentales, así como sociales y económicos a la
población en los territorios. Asimismo, la población sostuvo que la protección debería incluir no
solamente la protección por parte del Estado, sino que también la formación en autoprotección
(individual) de los líderes y lideresas; pues, en muchas ocasiones, caen en imprudencias por
desconocimiento de situaciones, riesgos o del rol que juegan para su comunidad.
Teniendo en cuenta la posición de la sociedad civil, se promueve una política de
protección de la vida de los líderes, víctimas y reclamantes de manera preventiva, pues la
comunidad ve que la política está siendo reactiva una vez ya generados los hechos, lo que
manifiesta un compromiso por parte de la sociedad y reconoce que la protección no solo es papel
del Estado, sino que la sociedad puede ser copartícipe.
2.3.3

Procesos de reincorporación y el desarrollo estrategias de no estigmatización y
recomposición de relaciones de confianza entre víctimas, personas en proceso de
reincorporación y comunidades en general
Los participantes del encuentro señalaron que estas estrategias deben incluir verdad,

justicia y perdón. Estos son criterios para la no estigmatización y recomposición de relaciones
sociales de confianza. Dejaron claro que, en primera instancia, se deben cerrar aquellas heridas
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del pasado, dando paso a un proceso de reconciliación y tejiendo relaciones de confianza entre
víctimas, excombatientes y la comunidad en general.
En relación con lo anterior, también recomendaron facilitar un componente espiritualreligioso en las estrategias de no estigmatización y recomposición de relaciones de confianza en
las comunidades. Este dato tiene mucho que ver con el estudio de las percepciones realizado por
el PNUD (2020), en el cual se menciona que alrededor del 80 % de la población, perteneciente a
los municipios PDET, es decir, los municipios más afectados por el conflicto, manifiestan ser
cristianos o católicos; por lo cual, el sector religioso no puede estar marginado de estos procesos
de reconciliación, sin embargo, el margen de participación del sector religioso y de
excombatientes fue muy bajo en el encuentro deliberatorio.
Para crear relaciones de confianza, la comunidad afirmó que es necesario generar
servicios sociales prestados por parte de los excombatientes como muestra de su voluntad para
reconstruir el tejido social. Estos servicios sociales también se pueden ejercer recuperando
fuentes de agua y el medioambiente. Otra alternativa en las medidas de reparación es contribuir y
garantizar el desminado de las zonas rurales. En tal sentido, es posible inferir que la comunidad
quiere ver primeramente acciones por parte de los excombatientes, donde se pueda evidenciar su
compromiso con la reconciliación y la vida comunitaria.
Por último, respecto a los procesos de reincorporación, la sociedad civil destacó que se
deben generar diálogos entre reincorporados, víctimas y comunidad, y que se priorice el
acompañamiento psicosocial para los excombatientes y comunidades receptoras. Por esta razón,
espacios como el deliberatorio de la presente investigación dan lugar a encuentros comunitarios.
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2.3.4

Reconocimiento de la verdad sobre los hechos ocurridos en el conflicto armado
En cuanto a este tema, los participantes abordaron el tema de impulso de mecanismos y

espacios autónomos de las comunidades para preservar la memoria histórica de lo ocurrido a
nivel territorial. La sociedad civil mencionó que se necesitan instaurar espacios de narrativas de
memoria y verdad sin crear acciones con daño. Por lo tanto, se deben diseñar con las víctimas
para que se evite a toda costa su revictimización. Las víctimas deben ser el primer eslabón de los
procesos de reconciliación, pues de ellos y de su capacidad de perdón depende el proceso.
En este mismo punto se revisó la pedagogía y promoción de la CEV en los territorios más
afectados por el conflicto armado. Respecto a este proceso en el departamento de Córdoba, los
participantes afirmaron que se requieren descentralización y divulgación sobre las funciones de
la CEV. Esto debe darse con suma urgencia para que se abarque todo el territorio urbano y rural
de Córdoba. Además, teniendo en cuenta que a la CEV le quedan dos años de vigencia. Los
participantes destacaron a esta institución, lo cual deja entrever cierta confianza en este proceso
de justicia transicional, a la cual se recomienda garantizar su accionar más allá del tiempo
pactado inicialmente en los acuerdos de paz.
Como ejemplo de la implementación de medidas de justicia transicional y reparación, en
los casos de El Salado y Don Gabriel, donde se evidencia cómo para la población priman los
conceptos de justicia transicional y derechos humanos como la búsqueda de la cohesión y la
interdependencia y la resolución de conflictos por encima de las reparaciones a nivel económico
o de educación en el caso de la búsqueda de la reconciliación (Firchow, 2017). Es una muestra
que indica que, para la sociedad civil del departamento de Córdoba, prima lo simbólico, esto es,
temas justicia transicional por encima de lo material en cuanto al proceso de reconciliación.
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De acuerdo con Lederach (2007), la reconciliación es un espacio para admitir el pasado,
lo cual tiene estrecha relación con el énfasis que puso de manifiesto la sociedad civil, al señalar
que se debe reconocer e impulsar la acción de la CEV. Debe ser la sociedad y, en especial, las
víctimas, las que determinen hasta qué punto o de qué forma quieren que se den los procesos de
justicia y para que se pueda tener una verdad de los hechos, hasta dónde se quiere llegar con los
procesos de justicia transicional.
2.4

Análisis de apreciaciones del tema de confianza y reconstrucción del tejido social
Este apartado obedece al tratado en la mesa de trabajo de confianza y reconstrucción del

tejido social, como paso a ese punto inmaterial de la reconciliación que es de vital importancia
tocar, por encima, incluso, de los aspectos tangibles de reparación. El primer punto abordado fue
el de fortalecimiento institucional y presencia del Estado en el territorio nacional, haciendo
énfasis en la construcción de políticas públicas de abajo hacia arriba, vinculando a las
comunidades, organizaciones y movimientos sociales.
2.4.1

Fortalecimiento institucional y presencia real del Estado en el territorio nacional:
“restablecer el sentido de lo público”
En relación con este punto, los participantes abogaron por una construcción de políticas

públicas en pro de la reconstrucción del tejido social, que propenda por una tenencia de la tierra
y que respete las actividades económicas del territorio, relacionado con el impulso de la oferta
institucional integral de desarrollo con enfoque de reconciliación en comunidades que le
apuestan a la construcción de paz. Los participantes hicieron énfasis en que la reconstrucción del
tejido social debe estar acompañada por una política pública de seguridad alimentaria,
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convivencia y de tenencia de tierras, que reconozca al pequeño agricultor y se generen políticas
de desarrollo económico.
En cuanto a la realización de campañas de difusión sobre las herramientas y canales
disponibles para que la ciudadanía pueda solicitar y hacer reclamaciones sobre sus derechos ante
las instituciones del Estado, los participantes afirmaron que se requiere pedagogía ciudadana en
el conocimiento de sus derechos y de los instrumentos para hacerlos valer, como también
establecer canales de difusión con la ciudadanía en los territorios como un tema de extensión
rural, es decir, llevarlas al territorio. Esto da cuenta de la integralidad que busca la política,
puesto que el sector rural es el más olvidado en los territorios, y donde se vive la mayor
problemática. Sin embargo, este punto queda vacío en cuanto a que no se definió cómo se
llevarían a cabo esas pedagogías y cómo se establecerían esos canales de difusión.
Para que se realice un efectivo reconocimiento de los derechos sociales y económicos, se
necesita un fortalecimiento de las instituciones, es decir, un mejoramiento de las condiciones
estructurales para tener un adecuado punto de partida (López, 2003). De acuerdo con López
(2003), es necesario contar con instituciones sólidas en los aspectos sociales y económicos, que
pueden dar respuesta en los territorios, y no solamente sean puentes de contacto con el nivel
central.
2.4.2

Garantías de no repetición, seguridad y protección para líderes, defensores de
derechos humanos y comunidades
Como primer lineamiento respecto de este punto, se trató el tema de promover que la

política de seguridad en Colombia sea orientada por los derechos a la vida y la libertad para
superar la lógica del enemigo. Por su parte, los participantes de la sociedad civil manifestaron
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que, en algunos territorios, como Montelíbano, se sigue presentando el cobro de vacunas
(extorsiones); por lo que piden mayor presencia de la fuerza pública. Al mismo tiempo, la
comunidad exige que las políticas de seguridad vayan acompañadas de educación y acceso a
oportunidades para los jóvenes y una política de empleo que limite el reclutamiento de menores
por los grupos armados organizados, así como una presencia del Estado en las veredas con
educación, programas sociales, puestos de salud, entre otros.
Otro lineamiento dentro del punto de garantías es el de garantizar el acceso a las
tecnologías de la información y la comunicación (TIC) a comunidades y territorios más
apartados del país, en aras agilizar el flujo de información ante situaciones de riesgo. Por ello, la
comunidad solicitó que se fomente el uso de las emisoras comunitarias y canales de televisión
para brindar información a las autoridades sobre hostigamientos a la sociedad civil. Sumado a
ello, es importante llevar instrumentos tecnológicos a las comunidades, para que puedan hacer
uso de las TIC.
Con base en la anterior, se podría afirmar que las emisoras comunitarias se plantean
como una oportunidad para avisar y denunciar aquellos casos de hostigamiento. Estas emisoras
son una buena oportunidad para la reconciliación a través de la pedagogía de paz, avisos de
seguridad, convivencia y participación; pero se necesitaría un apoyo técnico fuerte por parte del
Estado en trabajo conjunto con la comunidad para explotar el potencial presente en estas
emisoras, así como la existencia de una mayor garantía y avance en plataformas tecnológicas
para la denuncia de situaciones de riesgo.
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2.4.3

Fortalecimiento de mecanismos de control social y de las veedurías ciudadanas
El primer lineamiento discutido en este ítem fue la pedagogía con funcionarios públicos

sobre el derecho de la ciudadanía al control social de la gestión pública y a la participación en los
asuntos públicos. Al respecto, la población sugirió que esta pedagogía con funcionarios públicos
sea sobre el derecho que tiene la ciudadanía al control social de la gestión pública y a la
participación en los asuntos públicos y formación a la ciudadanía, y fácil acceso a la
información. Este es un clamor de la comunidad para ser partícipes y poder realizar veedurías
ciudadanas.
La legitimidad de un gobierno se basa en la participación de la mayoría de los miembros
de la sociedad en la conformación de las instituciones, así como en ser parte de los resultados del
desarrollo económico y mejorar su calidad de vida y la legitimidad. De acuerdo con Vargas
(2001), no es solo a nivel político, sino también económico y social. Por lo tanto, el carácter
participativo de la política será el que va a definir la legitimidad de la política, y la elaboración
de la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización se encuentra en este
camino.
Otro lineamiento respecto al control social y veedurías ciudadanas fue el de adelantar
campañas masivas de comunicación que promuevan el respeto por los recursos públicos, la
anticorrupción y la ética. La población exigió fortalecer el rol de las directivas de las JAC como
mecanismo para la difusión de los mensajes hacia la comunidad. Las JAC pueden jugar un papel
primordial para el departamento de Córdoba por su representatividad en la comunidad, dado que
para el encuentro representaron el 5 % de los participantes.
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2.4.4

Garantías para la participación ciudadana y el ejercicio del derecho a la protesta
social
En el marco de esta mesa de confianza y reconstrucción del tejido social, se abordó el

tema de garantías para la participación ciudadana y el ejercicio del derecho a la protesta social, y
como lineamiento se discutió el tema de adoptar medidas que remuevan los obstáculos para la
participación de las víctimas, las personas desmovilizadas y las mujeres, las poblaciones
tradicionalmente excluidas y aquellas pertenecientes a los territorios más afectados por el
conflicto armado. Por su parte, la comunidad argumentó que existe una escaza participación de la
mujer en los espacios de participación. Esto es un problema cultural y de discriminación de
género, por lo tanto, es necesario que haya un empoderamiento de la mujer para que pueda
ocupar un rol religioso, político y cultural dentro de la comunidad. Respecto el punto anterior, la
comunidad convocó a un reconocimiento y empoderamiento de la mujer mucho mayor.
Bajo dicha perspectiva, cabe resaltar que la reconciliación se basa en el ejercicio activo
de la ciudadanía, un reconocimiento de todos como ciudadanos congéneres, con derecho a
participar activamente en las discusiones políticas, a escucharse recíprocamente, pero
manteniendo un límite o distancia entre sí, y el poder estar o no de acuerdo con otros (Uprimny y
Saffon, 2016).
En esta misma línea, los participantes propusieron que se debe dar una sensibilización a
la ciudadanía sobre la conceptualización de la construcción de paz y promover campañas de
educación pedagógica a la ciudadanía del derecho a la protesta social, así como que exista
regulación de los mensajes transmitidos por parte de los medios de comunicación alrededor de la
protesta social, tal como lo afirmó López (2013).
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Asimismo, se puede traslapar al contexto actual que se vive en Colombia y evidenciar
que la indiferencia es un síntoma de que algo anda mal en una sociedad, y las apuestas por la
construcción de paz muchas veces son estigmatizadas en los territorios. De ahí la importancia de
sensibilización a la comunidad sobre este tema, así como una regulación a los medios de
comunicación respecto las protestas sociales, toda vez que es un derecho constitucional, y
aquellos mensajes en desapruebo de las protestas aumenta esa indiferencia por los problemas que
se viven en la sociedad.
2.4.5

Fortalecer los procesos de rendición de cuentas y transparencia de las instituciones
públicas
Otro tema abordado en la mesa de trabajo fue el de fortalecer los procesos de rendición

de cuentas y transparencia de las instituciones públicas. Como lineamiento se estableció diseñar
mecanismos específicos para el seguimiento, verificación y exigencia del cumplimiento de los
acuerdos logrados entre organizaciones y movimientos sociales y las instituciones del Estado.
Frente a ello, la comunidad recomendó que la administración pública se apoye de la sociedad
civil para realizar el seguimiento de la ejecución de los planes de desarrollo. Esto va en relación
con otro lineamiento, esto es, promover ejercicios de rendición de cuentas participativos y por
sectores, involucrando a las veedurías ciudadanas y a los beneficiarios de las acciones de los
proyectos. En relación con esto, la comunidad afirmó que los ejercicios de rendición deben ser
construidos por la comunidad desde su diseño e implementación.
Adicionalmente, se propuso una revisión, análisis y evaluación de los acuerdos firmados
históricamente entre las organizaciones sociales y gremiales y los gobiernos al interior de los
Consejos Territoriales, Paz, Reconciliación y Convivencia (CTPRC). Con la finalidad de hacer
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exigible su cumplimiento, la comunidad propuso fortalecer organizaciones de base para que
contribuyan a la implementación de los PDET. Respecto de este punto expuesto por la sociedad
civil, para el periodo 2019-2021, se ha estado llevando a cabo la iniciativa “Yo me subo a mi
PDET”, entre La Agencia de Renovación del Territorio (ART) y el PNUD, en la cual se apoyan
organizaciones de base que tengan iniciativas relacionadas con los PDET. Acciones de este tipo
se necesitan aplicar en los territorios, en los cuales las organizaciones de base presenten la
oportunidad de dar solución a situaciones problemáticas de sus comunidades, dando una muestra
de confianza y de reconstrucción del tejido social.
El último tema para mencionar es el reconocimiento de experiencias locales y regionales
de reconciliación y convivencia, que tuvo como lineamiento impulsar campañas de visibilización
de la violencia sexual y de género y la sanación del cuerpo de las mujeres como territorio
político. La comunidad propuso brindar los espacios para que la ciudadanía pueda obtener la
reconstrucción de la verdad y ofrecer apoyo psicosocial y vinculación de la academia en
procesos de asistencia psicosocial e investigación en torno a las experiencias locales de
resistencia pacífica sobre cómo abordar la problemática del conflicto en los territorios para la
producción del conocimiento.
2.5

Análisis de apreciaciones sobre desarrollo social y económico
Para realizar el análisis de apreciaciones sobre desarrollo social y económico se tuvieron

en cuenta los siguientes temas:
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2.5.1

Visiones territoriales de desarrollo sostenible: instancias de planeación y
seguimiento
Para la mesa de trabajo sobre desarrollo social y económico se abordó, en primera lugar,

las visiones territoriales de desarrollo sostenible: instancias de planeación y seguimiento; y un
lineamiento relacionado con incluir las visiones de desarrollo interétnicas e interculturales en los
procesos de planeación del desarrollo territorial. En este punto, la población denunció los
territorios indígenas han sido vulnerados y han sido víctimas de desplazamiento, por lo cual hay
un clamor para que puedan retornar a su hábitat. Asimismo, argumentaron que debería haber una
ruta para la concertación en los territorios con las comunidades. Para ser autónomos en los
territorios, es necesario crear canales de comunicación, comunidad y gobierno.
De igual forma, la comunidad manifestó que sería de gran ayuda generar proyectos de
empoderamiento en la cultura y en la comunidad afro, permitiendo crear y reactivar las
microempresas de artesanías y propiciando el fortalecimiento de su cultura. De lo anterior se
puede afirmar que un aspecto vital para la reconciliación es la garantía de derechos sociales y
económicos, como reconocimiento e impulso a proyectos de vida inclusivos, lo propuesta por la
comunidad es una apuesta clara por la inclusión concreta a partir de proyectos liderados y
manejados por estas comunidades, para que sus cosmovisiones se puedan plasmar en el
territorio.
Otro lineamiento hizo alusión a la importancia de promover la articulación de los planes
de etnodesarrollo de las comunidades afrocolombianas y los planes de vida de los pueblos
indígenas con planes de desarrollo a nivel municipal y departamental. Por su parte, los
participantes indicaron que se debe garantizar y fortalecer la formulación de los proyectos de
etnodesarrollo con enfoque diferencial (afro, campesinos, indígenas, mujeres, comunidad
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LGTBIQIA+, jóvenes, entre otros) de los planes de vida de la comunidad. Este es un punto
similar al analizado en la teoría crítica por Honneth (2009), quien apuntó que debe haber un
sentido aglutinador, un paso de los intereses particulares a los comunes para que se pueda dar un
verdadero desarrollo, a lo que él llamó una universal racional, que con la diversidad demográfica
que existe en Colombia se convierte en una apuesta en los planes de desarrollo por aglutinar
diferentes universales racionales o diferentes cosmovisiones.
El siguiente lineamiento fue promover estrategias de desarrollo que contemplen el trámite
de los conflictos interétnicos y de las comunidades étnicas con las comunidades en zonas de
reserva campesina. Los participantes consideraron la creación de mecanismos de comunicación
entre el gobierno local, las comunidades (JAC y los cabildos, consejos comunitarios,
organizaciones de base, campesinos, entre otros), respetando las diferencias organizativas. Este
es un punto muy controversial; sin embargo, con la ayuda de organizaciones estatales y de la
misma comunidad se puede tratar con el diálogo, puesto que debe explicarse a las comunidades
étnicas y los campesinos los límites territoriales que ya están dados por ley entre los resguardos y
las zonas de reserva.
2.5.2

Planeación y presupuestos participativos
Como segundo tema se conversó sobre planeación y presupuestos participativos. El

primer lineamiento consistió en garantizar la participación de la ciudadanía en el diseño,
implementación y seguimiento de las políticas públicas, especialmente de las derivadas de los
acuerdos de paz. En relación con esto, la comunidad expresó que las comunidades no tienen
conocimiento para poder participar, que los planes y presupuestos deben ser una oportunidad
para incluir los temas de las comunidades indígenas y campesinas en los procesos de planeación.
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Aunado a ello, sugirieron un fortalecimiento de las comunidades para acceder a los procesos de
planeación y, de esa manera, acceder a los presupuestos.
En este punto es importante rescatar el concepto de política pública de Roth (2015),
considerada como la solución a situaciones problemáticas por parte de la sociedad. Por ello, la
participación de la comunidad no depende mayormente de su capacidad técnica, sino de la
capacidad de identificar sus problemas, así como de su participación en la solución de estos,
articuladamente con las instituciones públicas y organizaciones comunitarias.
Adicionalmente, la comunidad exigió brindar capacitación a la ciudadanía para crear
veeduría de las políticas públicas, especialmente de las derivadas de los acuerdos de paz. En este
sentido, se invitó a buscar una articulación fomentada por las instituciones estatales encargadas
de los acuerdos, los CTPRC y las organizaciones comunitarias, incluyendo los grupos motor
generados por los PDET. Es muy interesante el número de actores públicos y privados que están
participando de la escena pública, pero si no existe una articulación de todos estos actores,
pueden emerger fenómenos de conflicto dentro del transcurso del actuar de la administración
pública, y del desarrollo de los territorios.
El segundo lineamiento hizo alusión al fomento de ejercicios de planeación y
presupuestación participativa en todos los departamentos y municipios del país, y el
fortalecimiento en escenarios de veeduría para el cumplimiento de los PDET. En este punto, la
población sugirió que se permita un acompañamiento permanente en los procesos de planeación,
mayor inclusión de los gobernadores indígenas en los procesos de planeación, empoderamiento a
las comunidades rurales, mayor participación campesina, así como ejecución de presupuestos
participativos por parte de las comunidades.
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Este punto deja claro que los PDET deben tener un carácter rural. Sin embargo, hay una
imprecisión para que las comunidades lleven a cabo la ejecución de los presupuestos
participativos. En los presupuestos participativos es recomendable asegurar que la opinión, ideas
y problemas de las comunidades sean aceptados, pero la ejecución estaría a cargo de las
instituciones que conforman la administración pública. Además, la comunidad podría ser
ejecutora de recursos con el apoyo económico por parte de los gobiernos locales a iniciativas de
la comunidad.
Finalmente, la descentralización fiscal y administrativa hizo parte de los temas tratados
en esta mesa. La población expuso promover las autonomías de las etnias y los pueblos. En la
zona del sur Córdoba, región del Paramillo, deben agruparse municipios para potenciar el
desarrollo por las circunstancias similares del territorio.
2.5.3

Reforma rural integral: acceso y uso de la tierra
En este punto se abordó la reforma rural integral: acceso y uso de la tierra. El primer

lineamiento discutido fue el de promover procesos de reconocimiento de la tenencia de la tierra
por parte de campesinos y comunidades étnicas más allá de la formalización, como estrategia de
convivencia y reconciliación. Por su parte, la comunidad argumentó que en este aspecto de
formalización de la tierra se ha promovido el acceso a las mujeres a la tierra; no obstante, este
acceso se está dando a los hombres. A su vez, manifestaron que no hay garantías para
mantenerse en el territorio y para la convivencia. Los participantes plantearon dos elementos
significativos. En primera instancia, como se ha venido estudiando, el tema de la tierra ha sido
un aspecto detonante del conflicto, por tal motivo resulta preocupante que no se den las garantías
necesarias para que las personas puedan vivir tranquilamente de nuevo en sus territorios, con

57
seguridad y oportunidades. En segundo instancia, se hizo una invitación para garantizar que el
enfoque de género que se pretende lograr con la implementación del acuerdo se dé correctamente
y quede plasmado en compromisos medibles.
En este mismo aspecto de procesos de tenencia de la tierra, los participantes expresaron
su preocupación por la conservación de su territorio respecto de la ocupación de personas en el
nudo de paramillo. Analizaron que la franja de amortiguamiento cada día está más intervenida.
La franja cada día se reduce más, por eso se necesita un plan de manejo del medioambiente, se
requiere legalizar y el arraigo del campesino empieza por la propiedad dentro y fuera de la
franja. Aunado a esto, manifestaron la necesidad de promover la creación de programas de
protección apícola, los cuales son más amigables con el medioambiente, promoviendo la
creación de programas de silvopastoreo en las zonas de ley segunda, zona de amortiguamiento y
zonas de reserva. Desde la comunidad hay una exhortación a la articulación de las comunidades
y el Gobierno Nacional para dar solución a los conflictos de la tenencia de tierra de ley segunda.
2.5.4

Estrategias ambientales sostenibles
Bajo esta misma línea argumentativa, la comunidad indicó que una de las problemáticas

más grandes que tienen es la minería ilegal. Para ellos, la Corporación Autónoma Regional
(CAR) no está siendo total garante, por lo que sugirieron verificar cómo se dan las licencias
ambientales en el marco de la minería ilegal y el uso de recurso hídrico. El desplazamiento no
solo se da por el conflicto armado sino por la presencia de multinacionales mineras. Este tema
que amerita una revisión por parte del Estado, toda vez que estas situaciones generan más
conflicto en los territorios. Por esto, los participantes propusieron garantizar recursos para
manejo ambiental e implementar esos recursos en veeduría. Lo anterior, llevando a cabo un
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seguimiento a los procesos en zonas de reservas con voluntad política para la preservación de los
territorios.
Otro lineamiento discutido en el marco de las estrategias ambientales fue impulsar el
cumplimiento de lo establecido en el acuerdo de paz, en materia de delimitación de la frontera
agrícola. La comunidad expuso que a través de la ganadería extensiva se ha socavado la
agricultura del territorio. El uso de químicos, la quema extensiva de cultivos de uso ilícito, la
siembra de monocultivos y prácticas ganaderas con búfalos limitan las prácticas de
autosostenimiento del territorio. De esta manera, propusieron promover los cultivos de pancoger
en los territorios y restringir la cría de búfalos en San José de Uré. La expansión minera en San
José de Uré ha desplazado a las personas del territorio. No se hace concertación o no se hará
porque hay estrategias de desplazamiento para la ejecución de macroproyectos en el territorio.
Asimismo, manifestaron que necesitan capacitación en temas de reforestación. Ellos quieren que
los campesinos se conviertan en guarda bosques, que sean ellos a quienes se empoderen para
reconstruir los bosques y protegerlos. Que se promueva la recuperación de los servicios
ambientales, y capacitar a las comunidades para que sean ellas las que se encarguen de reforestar
el territorio
Esto último tiene relación con el hecho de que, en Colombia, al igual que en el
departamento de Córdoba, se le dé prioridad a la ganadería extensiva y a la minería por encima
de los cultivos agrícolas. El problema que genera esta situación es que la ganadería y la minería
son sectores que no producen la cantidad de empleo que puede generar la agricultura, y en
especial la agricultura familiar. En Colombia, la mayor parte del sector rural que se dedica a la
agricultura está compuesta por la agricultura familiar, que se basa en administración por parte de
la familia, con mano de obra familiar y en pequeños predios que, como afirmó Berry (2017), el
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análisis económico sugiere que, debido a su capacidad de combinar eficiencia en la producción
con intensidad en el uso de la mano de obra, la agricultura familiar proporciona el mejor modelo
para un desarrollo agrícola rápido, sano y equitativo.
2.5.5

Programas de Desarrollo con Enfoque Territorial, Planes Articulados de
Transformación Regional y Plan Nacional de Sustitución de Cultivos de Uso Ilícito
El siguiente tema discutido en esta mesa de trabajo fue el de los PDET, PATR y el PNIS.

El lineamiento discutido sobre este tema fue el de garantizar la implementación efectiva de los
PDET, el PNIS y los PATR como muestra de voluntad del Estado con la reconciliación nacional.
Respecto al tema de los PNIS, la comunidad expresó que, desde el momento en el que se sacó el
proyecto de erradicación, se hicieron críticas porque el programa es excluyente; puesto que
apunta a quienes ya tienen tierra y hacen cultivo ilícito. Esto impulsa a las comunidades a tener
cultivos de uso ilícito para hacer parte del programa. Por ello, se requiere hacer socialización de
PNI a todas las organizaciones, promoviendo así la no estigmatización entre organizaciones.
En cuanto a los PDET, los participantes mencionaron que deberían invitar a las
comunidades a participar en la concertación de los PDET con las alcaldías. No deberían llamar
solo a las JAC a la concertación o participación de la planeación o implementación de PDET; se
debe llamar al resto para que no se creen conflictos entre comunidades.
El proceso PDET ha sido una de las planeaciones mayormente participativa del mundo;
sin embargo, esto no quiere decir que sea perfecto, y que en su ejecución quizás haya dejado de
lado algunos sectores, por ejemplo, la comunidad afirmó que las organizaciones de mujeres no
fueron tenidas en cuenta. Los municipios PDET fueron seleccionados por ser aquellos 170 más
afectados por el conflicto armado en Colombia, por lo que algunos municipios quedaron
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excluidos. Esta situación genera un esfuerzo por parte del Estado al garantizar procesos de
reconciliación en aquellos municipios que quedaron excluidos.
2.5.6

Otros aspectos mencionados sobre desarrollo social y económico
Entre otros aspectos, los participantes solicitaron promover que los campesinos tengan

propiedad y aquellos que tienen propiedad se les mejore las condiciones de la tierra que poseen.
Asimismo, se deben propiciar escenarios para empoderar a las personas del territorio, con el fin
de crear mecanismos de desarrollo que garanticen el acceso al empleo, a través de artes,
capacitación formación y ecoturismo. Las personas recomiendan realizar apoyos a la población
campesina y en general en temas productivos, solicitudes que tienen intrínseca relación con las
condiciones de los municipios del departamento de Córdoba.
Lo anterior recuerda que el sector rural en Colombia no ha sido ajeno a que los
pobladores tiendan a ocuparse de actividades no agrícolas que se convierten en la fuente más
importante de ingreso para algunos de ellos, y que agudiza la situación de otros pobladores, pues
no encuentran en el sector agrícola una salida a su situación. Como lo mencionaron Bonal et al.
(2003), se presenta una dualidad en la agricultura, entre un sector agroempresarial concentrado y
un sector agricultor familiar sobrepoblado.
Si bien no era parte de la discusión de esta mesa, los participantes invitaron a la
construcción de un centro de convivencia y armonización, en aras de promover la reconciliación
al interior de las organizaciones. Esta iniciativa parece ser muy interesante. Sin embargo, en la
misma actividad que está teniendo la sociedad civil, como partícipe de su comunidad, se están
desarrollando múltiples actores. En vez de generar un nuevo espacio de discusión, se debería
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mirar cómo aprovechar los ya existentes sin caer en la politización, como la mesa de víctimas,
las mesas de garantía de DDHH, entre otros.
2.6

Análisis de apreciaciones del encuentro deliberativo vs. iniciativas PDET
pertenecientes al pilar 8. Reconciliación, convivencia y construcción de paz
En la construcción participativa de los PDET, que se realizó en los 170 municipios más

afectados por el conflicto armado en Colombia, se elaboraron unos PATR, que tienen la misma
estructura en pilares que ayudan a la construcción de paz; sin embargo, su ámbito ya no es
municipal sino regional. Para poder analizar las apreciaciones de los participantes del encuentro
deliberatorio para la construcción de la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y No
estigmatización, en relación con las iniciativas PDET, existen dos PATR, cuyo partícipe es el
departamento de Córdoba: PATR para los Montes de María y PATR para el sur de Córdoba. En
los dos PATR se tomaron solo las iniciativas del Pilar 8. Reconciliación, Convivencia y
Construcción de paz, dado que se relacionaron con la presente investigación.
En la construcción del PDET, específicamente en el PATR para la subregión de Montes
de María en septiembre de 2018, fue posible evidenciar ocho iniciativas de ámbito regional para
el pilar 8. Reconciliación, Convivencia y Construcción de Paz. Estas iniciativas, en semejanza
con el encuentro deliberatorio analizado en esta investigación, fueron un producto de la
deliberación entre diferentes sectores de la sociedad civil como campesinos, indígenas, mujeres y
otros con la institucionalidad.
Dentro de las iniciativas regionales para los Montes de María se encuentra:
Construir, dotar y sostener la casa multicultural y pluriétnica de los Montes de María
como un espacio de participación para el rescate y reconstrucción de los saberes
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ancestrales, con la identidad cultural, la memoria histórica e incidencia en políticas
públicas. (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1)
Esta iniciativa no está distante a lo identificado por los participantes del encuentro
deliberatorio para la política pública de reconciliación, que también invitaron a reconocer la
importancia de la multiculturalidad en el departamento, así como el reconocimiento de los
saberes propios y mayores espacios y oportunidades de participación.
La segunda iniciativa regional consiste en “(…) estrategia de articulación, participación e
incidencia de los jóvenes con enfoque étnico y enfoque diferencial, con agendas propias que
permitan la movilización para la construcción en políticas públicas la transformación pacífica de
conflictos” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). Esto tiene gran relación con lo
solicitado por los participantes de la sociedad civil del encuentro deliberatorio referente a
mayores oportunidades para los jóvenes, puesto que, para estas personas, la falta de
oportunidades no solo es debido a la falta de oferta institucional sino también de seguridad. Estos
factores imposibilitan a los jóvenes para ser actores transformadores del territorio.
La tercera iniciativa se refiere a “Implementar una estrategia de comunicación que
permita fortalecer los procesos de producción de contenido audiovisual, radial y escrito para
fomentar una cultura de paz desde las experiencia y vivencias de las comunidades de Montes de
María” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). En el encuentro deliberativo, la
sociedad civil fue muy enfática en la importancia de esta estrategia de comunicación como forma
de buscar la reconciliación, a partir del reconocimiento y la posibilidad de expresar opiniones,
reivindicar la memoria y emitir programas radiales que fomenten una cultura de paz.
La cuarta iniciativa está ligada a “Articular y priorizar acciones institucionales para
garantizar el cumplimiento y el goce efectivo de los derechos de las víctimas consagrados en la
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Ley 1448 de 2011 en los municipios PDET Montes de María” (Agencia de renovación del
Territorio, 2018, p. 1), para lo cual ,desde el encuentro deliberatorio de la política pública de
reconciliación, se solicitó divulgar los derechos de las víctimas, así como el reconocimiento de
las tierras, acompañado de seguridad, asistencia técnica, educación y salud; es decir, desde la
institucionalidad.
La quinta iniciativa se relaciona con:
Crear y dotar una escuela de formación deportiva y lúdica para los Montes de María, con
enfoque pluriétnico y enfoque diferencial que permita el reconocimiento y apoyo a
nuevos talentos y liderazgos, el rescate de los juegos tradicionales, que genere espacios
de integración y reconciliación. (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1)
Si bien la parte del deporte no fue tan discutida, se rescata la inclusión del enfoque
pluriétnico y diferencial en gran parte de las iniciativas propuestas por la sociedad civil para
tenerse en cuenta en la política pública.
La sexta consiste en: “Diseñar e implementar una estrategia de capacitación y
fortalecimiento de los Consejos Territoriales de Paz, Reconciliación y Convivencia para
consolidar acciones que promuevan la implementación de la paz en la región de los Montes de
María” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). Frente a este tema hace falta un poco
más de visualización del papel de los consejeros territoriales de paz en el departamento de
Córdoba; sin embargo, el encuentro deliberatorio y los temas abordados abrieron una gran puerta
para que se dé esa visualización que necesitan dichos consejeros.
La séptima iniciativa concertada en el marco de los PDET, en la subregión de Montes de
María, se refiere a “Fortalecer el conocimiento técnico y operativo a las organizaciones de las
víctimas y organizaciones sociales de los Montes de María, en la documentación de casos para
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presentar al Sistema Integral de Verdad, Justicia y Reparación”. La sociedad civil hizo especial
énfasis en el reconocimiento de las víctimas, para que puedan ser garantes de sus propios
derechos.
La última iniciativa concertada hace alusión a “Crear una escuela de formación étnica
para preparar a los jóvenes y autoridades indígenas y afrodescendientes, en los procesos de la
administración pública propia” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). Respecto a
este tema, la sociedad civil hizo mucho énfasis en el papel de los jóvenes, y en una mayor
participación a nivel presupuestal y de veedurías por parte de las comunidades, así como en los
gobiernos de autoridades propias por parte de los indígenas.
En el segundo PATR analizado contra las apreciaciones de la sociedad civil en el
encuentro deliberatorio, se tomaron las iniciativas del PATR del sur de Córdoba:
La primera iniciativa para el sur de Córdoba es “Implementar una estrategia de
fortalecimiento integral para la plataforma departamental juvenil, que fomente la participación
política y social de los jóvenes rurales, a través de procesos de formación y difusión de práctica
artísticas, deportivas, culturales, comunicativa y ambientales (…)” (Agencia de renovación del
Territorio, 2018, p. 1). Esto se relaciona con las apreciaciones de la sociedad civil en el
encuentro deliberatorio que exhortan a generar espacios artísticos, culturales y deportivos para
los jóvenes, con el fin de que puedan expresarse y alejarse de las dinámicas de conflicto que
viven en sus territorios.
La segunda iniciativa de este PATR, en materia de reconciliación, es “Diseñar e
implementar una estrategia comunicativa de pedagogía para la paz, la reconciliación y la
convivencia pacífica” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). En los encuentros
deliberatorios, la sociedad civil sugirió, como una prioridad para una verdadera reconciliación,
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promover la cátedra de paz; debido al desconocimiento que se tienen de los acuerdos de paz en el
territorio. Sumado a ello, recomendó invertir en comunicación por medios locales de los temas
de paz, lo cual tiene bastante relación con la estrategia comunicativa que se promovió desde el
PATR.
La tercera iniciativa consistió en “Diseñar e implementar una estrategia integral para
fomentar la gestión alternativa de conflictos comunitarios rurales” (Agencia de renovación del
Territorio, 2018, p. 1). Es un punto que podría ayudar bastante a la política de reconciliación,
aunque no fue un tema muy abordado en las mesas de trabajo. Se debe adelantar un proceso de
acompañamiento y fortalecimiento para la participación de la sociedad civil en el sistema
integral de verdad, justicia, reparación y no repetición.
La cuarta iniciativa fue “Construir o actualizar los planes de vida y los planes
etnodesarrollo de los pueblos étnicos” y la novena iniciativa:
Implementar un proyecto para el fortalecimiento del gobierno propio y el ejercicio de la
Jurisdicción especial e indígena que incluye la implementación de una escuela
permanente en formación de gobierno propio y la puesta en práctica de instrumentos e
instancias de justicia propia para los grupos étnicos. (Agencia de renovación del
Territorio, 2018, p. 1)
La cuarta y la novena iniciativa se juntaron, pues los participantes de la sociedad civil
manifestaron su preocupación e invitación a realizar mayor acompañamiento a las problemáticas
que están viviendo los pueblos indígenas, poder incluir los planes de etnodesarrollo y pueblos
étnicos como una prioridad para las entidades territoriales y respetar, fortalecer y promover el
gobierno propio por parte de las autoridades indígenas.
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La quinta iniciativa se refiere a “Crear un museo itinerante de la memoria histórica del
conflicto armado, que haga visible las memorias del conflicto armado y los daños ambientales de
todas las poblaciones” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p. 1). Esta iniciativa no ha
sido ajena a las apreciaciones y al sentir de los participantes de la sociedad civil en el encuentro
deliberatorio.
La sexta iniciativa tiene que ver con “Diseñar e implementar una escuela de liderazgo
para mujeres rurales con enfoque diferencial en el sur de córdoba, que fomente la formación,
participación e incidencia en políticas públicas” (Agencia de renovación del Territorio, 2018, p.
1). Si bien en las apreciaciones del encuentro deliberatorio se hicieron recomendaciones ligadas a
incluir el tema del enfoque diferencial a lo largo de la política de reconciliación, no hubo énfasis
en el papel de la mujer rural.
La séptima iniciativa consistió en lo siguiente:
Gestionar con la Unidad para las Víctimas, la Gobernación y las Alcaldías una ruta de
atención efectiva para la implementación de los planes de retorno y reubicación de las
comunidades desplazadas, con la articulación de medidas de reparación colectiva en el
caso que aplique, y en general, con los planes de atención territorial a víctimas. (Agencia
de renovación del Territorio, 2018, p. 1)
Para la sociedad civil partícipe en el encuentro deliberatorio, las víctimas fueron las
protagonistas dentro de todo el conflicto. Esta iniciativa tiene relación con una de las sugerencias
realizadas por los participantes en cuanto a garantías de seguridad en los territorios, debido a
que, a pesar del acuerdo, en algunos municipios del departamento de Córdoba se siguen
presentando amenazas a líderes sociales y víctimas que recibieron título de sus tierras.
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La octava iniciativa es “Gestionar la efectiva implementación del desminado
humanitario…, con especial énfasis en los territorios indígenas…Así como adelantar el
diagnostico por la afectación de minas y municiones sin explotar” (Agencia de renovación del
Territorio, 2018, p. 1). En cuanto a este punto, no hubo mayor discusión en el encuentro
deliberatorio.
Con base en lo anterior, se puede evidenciar que hay una trazabilidad entre lo que se
propuso en materia de reconciliación en los PDET y el encuentro deliberatorio. Esto se debe a
que estos dos espacios fueron concertados con los diferentes sectores de la sociedad civil, lo que
ofrece cierta garantía al contrastar los resultados con la realidad que vive el departamento de
Córdoba, y es una buena hoja de ruta para los planes de desarrollo municipales y el
departamental de cara al futuro de los territorios y de la reconciliación.
En el próximo capítulo se plantea una serie de recomendaciones a la institucionalidad y a
la sociedad civil, con base en el análisis conceptual de participantes, apreciaciones y
triangulación con el tema de los PDET, realizado de cara a lo que vendrá en materia de
reconciliación, tanto en la terminación de la construcción como en implementación de la política
de reconciliación, no estigmatización y convivencia.
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Capítulo 3. Recomendaciones al proceso de participación realizado en el ejercicio de
recolección de lineamientos para la construcción de la Política Pública de
Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización
En este último capítulo se exponen las recomendaciones para el proceso de participación

realizado en el ejercicio de recolección de lineamientos para la construcción de la Política
Pública de Reconciliación, Convivencia y No Estigmatización. Lo anterior, desde la
organización del espacio deliberatorio, hasta recomendaciones que van desde el punto de vista
material e inmaterial de la reconciliación, haciendo un mayor énfasis en esa parte inmaterial de la
reconciliación con base en el análisis teórico realizado en el primer capítulo de este texto.
3.1

Recomendaciones en torno al encuentro deliberatorio para la construcción de la
política pública
Los encuentros deliberatorios deberían contar con la participación de los hacedores de la

política pública. Con esto, la sociedad civil no va a sentir que su participación fue en vano.
Adicionalmente, la sociedad civil comprenderá que algunos de los puntos que ellos están
solicitando están incluidos en la agenda pública, y se ahorrará tiempo de depuración de estos
temas, lo que permitiría que la política salga más rápido en funcionamiento.
En el análisis de participantes del encuentro deliberatorio desarrollado en Córdoba,
específicamente en el municipio de Tierralta, se evidenció que la participación de los
excombatientes fue muy limitada; pues esta obedece al 2 %. Esto refleja las dificultades que se
ha venido dando en el proceso de reintegración (exparamilitares) y reincorporación (exmiembros
de las FARC-EP), al intentar incluir esta población en los espacios políticos y de participación
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ciudadana. Esta situación no es muy ajena a la de otros sectores, como los campesinos e
indígenas, que han sido excluidos en el devenir político.
De igual forma aparte de la baja participación de personas en proceso de reincorporación,
se puede evidenciar una menor participación de población LGBT, sector religioso y sector
educativo. Es preocupante que la participación de reincorporados sea tan poca teniendo en cuenta
que se trata de la Política Pública de Reconciliación, que busca entre otras dejar de lado esa
visión del enemigo, para pasar a una dinámica de comunión y búsqueda de fines entre sí, para
desarrollo de su territorio.
3.2

Recomendaciones hacia el aspecto inmaterial de la reconciliación
Como se evidenció en el capítulo 1, la pluriculturalidad presente en Colombia, y que no

es ajena a lo que se manifiesta en el departamento de Córdoba, aunado a los dolores y
consecuencias de la guerra que trascienden la existencia y el sentir de aquellos que
experimentaron todas estas cosas en carne propia, demanda pensar la reconciliación más allá de
la reparación y la verdad, o más bien una reparación del alma, que permita vivir de nuevo en
sociedad.
Por esta razón, se recomienda que la Política Pública de Reconciliación, Convivencia y
No Estigmatización incorpore el aspecto moral a nivel educativo y comunitario, y un punto de
partida puede ser las sugerencias de apuesta que se dan como ayuda del reconocimiento del otro,
bien sea desde el cristianismo, el Ubuntu, el buen vivir o, incluso, un punto de vista más
iusnaturalista como el aspecto de la moral epistemológicamente trabajado.
Puede ser de discusión para muchos incluir de nuevo el tema de la religión en el ámbito
educativo y comunitario, pero como se mencionó anteriormente, se requieren aspectos más allá
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de lo económico y social, que permitan dejar de lado aquellas heridas profundas como
consecuencia del conflicto. Esto no debe ser obligatorio, sino desde el punto de vista de los
padres a nivel educativo o del individuo a nivel comunitario que tenga la facilidad de acceder a
espacios que desde su creencia puedan trabajar en la reconciliación.
Para analizar ese aspecto moral que se quiere rescatar en la reconciliación, como
reconocimiento del otro, se abordaron tres apuestas que van desde lo espiritual hasta lo ético y
comunitario: el primero es el pensamiento cristiano, a través del cual se pretende que el ser
humano se reconozca como una unidad, aceptando las diferencias que existen en los otros, pues
pone como principio universal el amor, dando una invitación a que todos sean uno y se amen los
unos a los otros (Juan 17 20:21). Este enfoque propone un sentimiento de hermandad, buscando
el bienestar propio como el de sus coterráneos, puesto que otro de sus principios universales es el
de estar al servicio de los demás. También parte de reconocer la diferencia, pero manteniendo el
concepto de unidad, lo cual es de gran ayuda para un proceso de reconciliación; pues la apuesta
está dada a encontrar un aspecto espiritual, ético o moral, que permita dejar a un lado la visión
del enemigo.
Otra apuesta está dada en el Ubuntu: “Yo soy porque nosotros somos”, es una “conexión
universal de compartir que conecta a toda la comunidad”. Consiste en alegrarse cuando alguien
desempeña bien una labor, porque se piensa que eso no solo lo va a favorecer a él, sino a todos
en conjunto. Asimismo, se piensa que cuando alguien es humillado todos son humillados (López,
2013). Enuncia que los seres humanos son una misma especie que ocupa un mismo territorio, y
que la felicidad es un tema que debe ser compartido y no individual. Si está en las manos de
alguien ayudar al otro, existe complacencia en ello, por lo cual no se hace difícil encontrar metas
comunes. Con base en esta experiencia del Ubuntu, se desarrollaron los procesos de verdad en
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Sudáfrica, aspecto que facilitó los diálogos y la comprensión de la verdad como la apuesta
definitiva, más que buscar venganza o retaliaciones; con el fin de que se diera un proceso de
reconciliación, alejándose de los preceptos y la visión del enemigo.
Alternativas al desarrollo como el vivir bien o el buen vivir que se da desde algunos
países como Ecuador y Bolivia, son un intento por la recuperación del respeto por la naturaleza,
el respeto a la vida, donde todos son partes de la naturaleza y se presenta un enfoque de
hermandad. Significa vivir en armonía en las relaciones sociales o una paz doméstica y
armoniosa. Se trata de un equilibro entre las cosas materiales, las creencias y las vivencias,
donde existe un balance entre servir a los demás y definir prioridades a nivel individual,
aprendiendo a vivir en comunidad (Gudynas, 2011).
Para el caso de la presente investigación y la búsqueda de la materialización de la
reconciliación, las apuestas espirituales, éticas y comunitarias anteriormente descritas son de
gran importancia, dado que abogan por despertar un sentimiento ético, moral y espiritual, que
permita dejar el pasado y proyectarse hacia el futuro en una vida en comunidad. Lo anterior,
despertando sentimientos de felicidad o, en ocasiones, de tristeza, que les permitan ser a los seres
humanos más abiertos entre sí, partiendo de la tolerancia y el reconocimiento del otro.
Asimismo, estas apuestas desde la ética son las que materializan las posibilidades de que
se puedan dar escenarios de perdón, pues abogan por fines más altos y hermandades que
permiten dar paso a seguir adelante a pesar de lo vivido y sufrido. Todo ello, siendo la gracia o la
hermandad el factor diferencial que no está presente en cualquier escenario de restitución a nivel
material. Además, no se debe dejar de lado que el 85 % de las personas pertenecientes a los
municipios PDET manifiestan profesar el cristianismo (PNUD, 2020).
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Como se mencionó anteriormente, no hay que concentrar todas las formas de lucha. Con
esto se propone, aparte de introducir esa parte espiritual a los espacios académicos y
comunitarios, trabajar en el tema de la ética o la moral en estos mismos espacios. De manera
específica, para el caso colombiano, se debe trabajar en el tema de la memoria para poder
avanzar hacia una sociedad más consciente de su pasado, y dejar de lado la indiferencia. Sin
duda, esto requiere que sea un tema constante y no solo de unos años, para que exista un
verdadero cambio de noción sobre sus conciudadanos en las presentes y futuras generaciones.
3.3

Recomendaciones a la institucionalidad y a la sociedad civil
La comunidad hace un fuerte llamado a descentralizar la institucionalidad. Si bien

evidencian que se ha empezado a dar un acompañamiento por instituciones como la Unidad de
Atención y Reparación de las Víctimas (UARIV), la Agencia Nacional de Tierras (ANT) y la
(AR), también se constata la presencia institucional como el acompañamiento de un funcionario
de estas instituciones, por lo que todo requerimiento debe llevar a la cabecera regional. Por esta
razón, es bueno revelar, desde un punto de vista de costo-beneficio, la presencia de oficinas de
estas instituciones o una alianza con las alcaldías y el uso de sus instalaciones para generar
mayor confianza en la población.
Respecto a la UARIV, se le recomienda realizar campañas de sensibilización y
reconocimiento y garantía de derechos, así como de la mesa departamental de víctimas de
Córdoba, con el fin de llevar a cabo un mayor esfuerzo de difusión con las víctimas y
organizaciones de víctimas para garantizar el conocimiento de sus derechos.
En temas de capacitación, con miras a abrir una puerta para una verdadera reconciliación
y como papel de los consejos de paz en los municipios de Córdoba, independientemente de los
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resultados o la concertación de esta política pública, se puede avanzar en la divulgación de los
derechos de las víctimas, dado que los participantes del encuentro deliberatorio manifestaron que
las víctimas, en su mayoría, no conocen sus derechos. Esto se puede realizar en articulación con
la Mesa Nacional de Víctimas Departamental de Córdoba, pues Colombia y el departamento no
son ajenos a los espacios de participación que ha ido ganando la sociedad civil. Si no existe una
articulación de estos, se puede presentar problemas de duplicación de esfuerzos o, peor aún, de
ausencia de esfuerzos debido a la desarticulación.
En cuanto a la solicitud de incluir y promover los planes interétnicos, una garantía para
incluir las visiones interétnicas e interculturales puede ser que estas se tengan que integrar en los
planes de desarrollo municipales. Es decir, que sea un requisito para la presentación de los planes
de desarrollo ante los consejos departamentales o territoriales que estos planes hayan pasado por
un proceso deliberatorio con estas comunidades, y que sus peticiones sean incluidas en este.
Los participantes hicieron muchas sugerencias relacionadas con el manejo de
presupuestos y una asignación ajustada a las realidades del municipio en términos de víctimas,
salud, educación y otras. Una ayuda para disminuir esta situación puede ser incluir en los
consejos de planeación, al momento de revisar los planes de desarrollo municipal, a
representantes de las instancias ganadas por la sociedad civil que se mencionó anteriormente,
como las mesas de víctimas, los CTPRC, los grupos motor que fueron generadores de las
iniciativas PDET, entre otros.
Otro aspecto muy importante es el desconocimiento del acuerdo de paz firmado en La
Habana para la terminación del conflicto. Este es, quizás, uno de los aspectos importantes para
que en el plebiscito se impusiera el “no” en su momento en la votación por medio de plebiscito al
acuerdo de paz. Por esta razón, y con más importancia de cara a una política pública de
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reconciliación, se hace de vital importancia la socialización de lo pactado en la Habana a la
comunidad, tarea primordial que pueden asumir los CTPRC. Lo anterior, claro está, sin buscar
una aprobación o desacato frente a lo acordado, puesto que es importante que la población
conozca lo que se discutió y se acordó.
En cuanto al tema de seguridad, los participantes pidieron mayores garantías para la
propuesta, así como para la convivencia en el territorio. Se recomienda para esta política pública
en el tema de garantía a líderes y lideresas sociales vincular la estrategia de alertas tempranas
desarrollada por la Defensoría del Pueblo con respuestas claras por parte del Ministerio del
Interior para dar garantía de seguridad. Pues el miedo no puede seguir siendo un factor que
determine la convivencia, y es un factor que dificulta dejar atrás la visión del enemigo y
construir una visión de futuro común. Esta situación inquieta y determina el futuro de varios
sectores históricamente afectados como los campesinos, indígenas, mujeres, niños, entre otros.
Como se expuso, “Yo me subo a mi PDET” es una estrategia realizada entre ART y el
PNUD, en la cual se apoyan organizaciones de base para que implementen proyectos que tengan
relación con los PDET. Acciones de este tipo se necesitan aplicar en los territorios para que sean
las organizaciones de base, presentes en los territorios, las que tengan la oportunidad de brindar
solución a situaciones problemáticas de sus comunidades, dando una muestra de confianza y de
reconstrucción del tejido social.
Se recuerda a la sociedad civil que es un momento histórico en el cual se requiere de la
participación de todos los actores en la esfera pública, para poder avanzar en la solución de las
situaciones problemáticas que vive el departamento de Córdoba y el país. Por este motivo se
recomienda que la sociedad civil siga en ese papel activo de trabajar de la mano con el Estado y
el sector privado en la búsqueda de esas soluciones problemáticas. Se espera que, así como la
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reconciliación tiene un trasfondo de perdón, se pueda dejar de lado aquellos rencores y odios
generados por la discriminación y minorización, con el fin de buscar una construcción de futuro
más equitativa, donde aquellos sentimientos antagónicos estén presentes, no para ser un
obstáculo, sino para construir una sociedad más justa.
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Conclusiones

Como resultado de la presente investigación, es posible afirmar que los aportes realizados
por los participantes de la sociedad civil en el encuentro realizado por el CNPRC en noviembre
de 2019 para la construcción de lineamientos de la Política Pública de Reconciliación,
Convivencia y No Estigmatización fueron bastante significativos, así como congruentes y
coherentes con la realidad del departamento, incluso en gran parte del país.
La afirmación anterior se basa en la capacidad de análisis que tuvo la sociedad civil en
hacer un diagnóstico preciso de las dificultades que se vienen presentando en su territorio para
iniciar un proceso de reconciliación, así como de las posibles soluciones y pasos que se pueden
tomar para el logro de esta. Por lo tanto, las apreciaciones de la sociedad civil coinciden con los
expertos que se mencionaron en el capítulo teórico de la presente investigación, al afirmar que el
centro de la política pública de reconciliación deben ser las víctimas, así como una reparación a
estas desde un enfoque diferencial, y la ayuda con asistencia técnica en proyectos para lograr su
desarrollo económico y social.
La misma sociedad civil cada vez es más consciente de la importancia del enfoque
diferencial. En la atención a víctimas esta cobra una doble importancia, pues el ejemplo dado por
los participantes no puede ser más claro en este objetivo. Estos son cada vez más conscientes de
que los procesos de desarrollo son diversos, y se deben contemplar diferentes aspectos como el
enfoque poblacional, diferencial, de género, entre otros. La reconciliación es un tema no lineal,
que obliga a reconocer aquellos que han estado excluidos por su condición social o racial; pero, a
su vez, dentro de este reconocimiento se debe caracterizar a la población y no tomarla como
homogénea, esto es, resaltando la diferencia dentro de esta.
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Los participantes hicieron referencia a lo que la mayoría de los estudios sobre el conflicto
armado recalcan con mayor grado, y es que el acceso a la tierra ha sido uno de los detonantes del
conflicto armado, por lo cual promueven que se dé acceso a la tierra, acompañada de asistencia
técnica, con proyectos económicos a largo plazo, donde se garantice la posibilidad de salida de
sus productos con vías e infraestructura, y el acceso a los servicios básicos de agua, salud,
educación y seguridad para poder vivir en sus territorios. Asimismo, expusieron los problemas
relacionados con el medioambiente, producto de la minería ilegal y la ampliación de la frontera
agrícola; así como la discriminación a la que han sido objeto las comunidades indígenas del
territorio, para lo cual promueven reconocimiento de gobiernos propios indígenas, y respetar y
promover sus cosmovisiones de la vida y el progreso.
Con base a lo anterior, la sociedad civil puso de manifiesto un clamor de la comunidad
para que se reconozca ese derecho a la tierra y del desarrollo del pequeño productor como una
forma de reconstrucción del tejido social. Lo anterior da muestra de cómo el tema de la tenencia
de la tierra juega un papel relevante en la cosmovisión de reconciliación que tiene el
departamento de Córdoba, en la cual la tenencia de la tierra ha jugado un rol importante como
una de las consecuencias del recrudecimiento de la guerra y, asimismo, de los niveles de pobreza
en el territorio.
El énfasis en el fortalecimiento de la institucionalidad que propuso la sociedad civil está
en estrecha relación con el concepto de los profesores Acemoglu y Robinson (2019), para los
cuales el problema del desarrollo de los países está en las instituciones políticas y económicas
que se tengan. Esto último, dado que se promueve, por parte de la sociedad civil, una mejora en
la presencia de las instituciones en el territorio como un condicionante para que se dé una
efectiva reconciliación.
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En cuanto a garantías de no repetición, seguridad y protección para líderes, defensores de
DDHH y comunidades, es importante rescatar estos aportes por parte de la comunidad, que no
buscan una solución reactiva del problema de la seguridad solamente, sino también políticas
preventivas como programas sociales, educación y salud para los jóvenes; siendo esta una forma
de limitar el reclutamiento de menores, que muchas veces caen en estas redes por falta de
oportunidades y acceso a recursos.
Para la futura política pública de reconciliación, los participantes de la sociedad civil
ofrecen un escenario nuevo, en el cual se promuevan los medios comunitarios locales, como una
forma de llevar cátedra de paz, conversatorios, y actividades y relatos que promueven el
reconocimiento de los hechos ocurridos, que dignifiquen la memoria y pongan un sentimiento de
rechazo en las comunidades a que se vuelvan a presentar las atrocidades ocurridas durante el
conflicto armado.
La sociedad civil clama por una mayor participación en la administración pública desde
la planeación hasta la puesta en marcha en proyectos comunitarios, que requeriría de apuestas
por parte de los gobiernos de una mayor articulación con la comunidad y las organizaciones y
movimientos sociales, con base en el respeto y en búsqueda de desarrollo de los territorios desde
sus cosmovisiones. La población tiene clara una noción de desarrollo local, en la cual, con la
unión de sus potencialidades debido al compartimiento de características similares, pueden
generar nodos de desarrollo que les permitan la búsqueda de un buen vivir, que parte de la
reconciliación como forma de buscar ese futuro común.
La coherencia y congruencia de los aportes de la sociedad civil es tal, que se relacionan
de la misma forma con los aportes realizados en el proceso participativo de la construcción de los
(PDET). Para el caso de los Montes de María y el sur de Córdoba en relación con el pilar 8.
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Reconciliación, Convivencia y Construcción de Paz, se destaca la sugerencia de la sociedad civil
por tener en cuenta los temas de dotar infraestructura que promueva la multiculturalidad,
participación e incidencia de los jóvenes con enfoque étnico y diferencial, en la construcción de
políticas públicas y la transformación de conflictos, fortalecer comunicación comunitaria,
garantizar y priorizar los derechos de las víctimas y sus organizaciones, y fortalecer los consejos
territoriales de paz.
Los encuentros deliberatorios y sus mesas temáticas de discusión son espacios donde la
sociedad puede actuar en condiciones de igualdad como artífices del poder del Estado, y
deliberar de manera racional en torno a sus problemáticas y elegir las mejores soluciones desde
una argumentación sustentada (Barón, 2018). Es muy significativo ver a las personas haciendo
parte de, y construyendo país y sociedad en conjunto con las instituciones públicas, privadas y
sus conciudadanos. Lo anterior, visibilizando los resultados de estos encuentros, e invitando a
que se hagan parte de la cotidianidad política y procuren que se comiencen a dar procesos de
reconciliación entre sectores y la misma sociedad.
Dinámicas como los encuentros deliberativos en la construcción de políticas públicas
rompen con estos paradigmas, ponen en escena la participación de diversos intereses, impulsan
el diálogo y el reconocimiento de la diferencia del otro, y ponen un reto de buscar conceptos
aglutinadores para que sean posteriormente consignados en una política pública.
Este tipo de encuentros generan sinergias, entendiendo que esta nace cuando dos o más
personas interactúan o trabajan conjuntamente. Bajo esta perspectiva, cada uno aporta su punto
de vista, como sus potencialidades y disponibilidades y comparte sus cosmovisiones, lo cual
sirve como instrumento o medio a partir de la interacción mutua (Boisier, 2003). Parte de estas
sinergias nacen de la espontaneidad de los actores y del reconocimiento del otro en escenarios
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neutros, donde todos entran a participar como iguales en la construcción de soluciones en
procura de su bienestar.
En términos generales, se destaca la realización de este encuentro en el departamento de
Córdoba, ejercicio conjunto entre la OACP y el CNPRC, que es un órgano de la sociedad civil.
En un inicio resultó importante, debido a que fue posible reunir a diferentes sectores para el
ejercicio de la construcción de la política pública. Es importante seguir fomentando estos
espacios, debido a que propician la construcción de país. Son las comunidades las que tienen de
primera mano el conocimiento de sus problemáticas y pueden otorgar varias soluciones que
pueden ser implementadas en las políticas públicas.
A su vez, estos espacios se convierten de vital importancia para el logro efectivo de la
política pública, en este caso de reconciliación, dado que, si las personas conocen de antemano el
por qué y para qué de la política, va a ser más fácil su involucramiento en la materialización de
esta. Sin embargo, se recomienda que el CNPRC garantice los lineamientos e insumos recogidos
en el encuentro regional dentro de la política, para seguir fomentando la participación de la
comunidad. Una política pública construida participativamente es más costosa que una
construida solo desde el tecnicismo, pues para el país ha sido más costoso históricamente
promulgar y otorgar recursos a instituciones para la solución de situaciones problemáticas en las
cuales la sociedad civil no se siente representada, y no hay una participación de su parte, lo que
deriva en que los recursos no se asignen de manera adecuada, pues no hay ejercicio de veeduría y
seguimiento comunitario.
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